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LA EVOLUCIÓN de las instituciones constitucionales venezolanas 
puede examinarse en seis etapas. La primera corresponde al pe­
ríodo de las denominadas dictaduras autocráticas de Cipriano 
Castro y Juan Vicente Gómez, en el que fueron dictados 9 textos 
constitucionales. Con las constituciones de 1901 y 1904 comenzó el 
proceso de centralización política del Estado y desmantelamiento 
de las estructuras federales, lo cual es paradójico si se toma en 
consideración que dicha Revolución se hizo en nombre, precisa­
mente, del federalismo. Durante el período gomecista la Constitu­
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ción fue reformada en 7 oportunidades (1909, 1914, 1922, 1925, 1928, 1929 y 1931), a 
fin de facilitar la perpetuación de Gómez, bien en forma directa mediante su pro­
pia reelección, o a través de hombres de su confianza al estilo de Victorino Már­
quez Bustillos y Juan Bautista Pérez, quienes fungieron como presidentes 

formales para dar la apariencia de alternabilidad en el poder. 
Al producirse el fallecimiento de Gómez, asumió la presidencia su ministro de 

Guerra, el general Eleazar López Contreras, quien a los pocos meses de su instala­
ción refrendó la Constitución de 1936. Se inició así la segunda etapa en el desarrollo 
constitucional del siglo XX. Dicho texto constitucional fue el primer paso de transi­
ción hacia un régimen democrático y, por primera vez, se contemplaron en la Carta 

Magna los derechos sociales. En el ámbito político fue objeto de críticas la incorpo­
ración del célebre inciso 6º del artículo 32, por cuyo intermedio se declararon "con­

trarias a la independencia, a la forma política y a la paz social de la Nación, las 
doctrinas comunistas y anarquistas", y se estableció que quienes las proclamaran, 
propagaran o practicaran "serían considerados como traidores a la Patria y casti­
gados conforme a las leyes". Con base en esa interdicción algunos líderes de la 
izquierda, sin vínculos ni filiación con el ideario comunista, que habían ganado sus 

curules en el parlamento en elecciones populares, fueron despojados de sus creden­
ciales por decisión de la Corte Federal y de Casación y luego expulsados del país. 

El 28 de abril de 1941, el Congreso en sesión conjunta eligió como presidente a 
MedinaAngarita, quien puso el ejecútese a una reforma constitucional el 5 de mayo 
de 1945 en la que se eliminó el referido inciso 6° del artículo 32.A pesar de la reputa­
ción antidemocrática y hasta simpatías fascistas que se endilgaban a Medina, su go­
bierno se caracterizó por una amplia tolerancia política y el fomento del debate de-
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Todas las 

mocrático con la legalización de los partidos políticos. Medina fue derrocado por un 
golpe cívico-militar el 18 de octubre de 1945. Al día siguiente del golpe, se instaló la 
Junta Revolucionaria de Gobierno presidida por Rómulo Betancourt, quien convocó 
a una asamblea constituyente. El 17 de octubre de 1946, por primera vez en la histo­
ria de Venezuela, fue elegida una Asamblea Nacional Constituyente por vía de su­
fragio universal y directo. El 5 de julio de 194 7, Betancourt puso el ejecútese a la nue­
va Constitución, iniciándose de esa forma la tercera etapa en el proceso de evolución 
constitucional del siglo XX. Bajo la vigencia de esa Constitución, el 14 de diciembre 

de 1947, fue elegido presidente constitucional Rómulo Gallegos. 

constituciones 
delsigloXX,con 

Sin embargo, a menos de un año de haber asumido la presidencia, 
el 24 de noviembre de 1948 se produjo el derrocamiento de Galle­
gos y, en esa misma fecha, se anunció la conformación de una Jun­
ta Militar de Gobierno conformada por los tenientes coroneles 
Carlos Delgado Chalbaud (como presidente de la Junta), Marcos 
Pérez Jiménez y Luis Felipe Llavera Páez, iniciándose la cuarta 
etapa del proceso. En 1952, se realizó un proceso comicial para la 

algunas variantes, han 
previsto formalidades 
para producir 
modificaciones 
constitucionales. 

conformación de un Asamblea Constituyente a fin de crear una estructura institu­
cional para el régimen, y el 15 de abril de 1953 Pérez Jiménez puso el ejecútese a un 
nuevo texto constitucional en el que se establecía, como lo hacía la Constitución de 
194 7, que el presidente de la República sería electo mediante votación directa y 
secreta. Esa norma, sin embargo, nunca entró en vigencia, pues para el primer 

período constitucional, que se inició el 1 º de abril de 1953, se incluyó una Disposi­
ción Transitoria conforme a la cual la Asamblea Constituyente elegiría por mayo­
ría absoluta al presidente de la República, lo que condujo a la ratificación de Pérez 
Jiménez; mientras que para el segundo período, que se iniciaría el 19 de abril de 
1958, ya había sido derrocado el gobierno militar el 23 de enero de ese mismo año. 

Con la caída de la dictadura perezjimenista se instaló la Junta de Gobierno 

presidida por Wolfgang Larrazábal. El 31 de octubre de 1958, representantes de los 
partidos Acción Democrática (AD), Unión Republicana Democrática (URD) y CO­

PE!, concertaron el denominado "Pacto de Punto Fijo", pacto de gobernabilidad y 
convivencia, para hacer frente común en la defensa del gobierno constitucional. 
Consecuencia fundamental del Pacto de Punto Fijo fue la aprobación de la Consti­
tución de 1961, con la que se inició la quinta etapa del proceso de evolución consti­
tucional venezolano en el siglo XX. Esta Constitución permitió, por primera vez en 

la historia constitucional venezolana, la sucesión ininterrumpida de 9 presidentes 

en un lapso de casi 40 años, así como la posibilidad de que se juzgara a un presiden­
te en funciones, se designara a un presidente interino y se pusiera en práctica el ré­
gimen de faltas absolutas en la presidencia, sin que se produjeran rupturas en el 
orden constitucional. 

No obstante, a partir de 1992, comenzaron a debilitarse las bases sobre las cua­

les se había fundado el Pacto de Punto Fijo. En 1998, a propósito de la campaña 
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electoral en la que resultó ganador Rugo Chávez Frías, se inició el proceso desata­
nización del Pacto de Punto Fijo, lo que provocó el rechazo general de la población 
hacia los partidos políticos que lo :firmaron, y la Constitución de 1961 fue señalada 
como causante de los vicios que aquejaban a la democracia venezolana. 

En medio de una intensa crisis política y económica, el 25 de julio de 1999 fue 
elegida una Asamblea Nacional Constituyente para elaborar un proyecto de Cons­
titución, el cual resultó aprobado en referéndum celebrado el 15 de diciembre de 
1999. Con la Constitución de 1999 se inició la sexta etapa en el proceso de evolución 
constitucional en el siglo XX, representando la ruptura del Pacto de Punto Fijo y 
del régimen de partidos que había dominado los 40 años de democracia que 
siguieron la caída de la dictadura perezjimenista. 

Bases constitucionales del Estado venezolano y su evolución 
Independencia 
Venezuela entró en el siglo XX con la Constitución de 1901, sin que existiese en 

el Texto Fundamental una cláusula general de independencia. La declaratoria de 
independencia había estado en la Constitución de la Gran Colombia de 1821. Lue­
go del proceso de separación de Venezuela de la Gran Colombia, dicho principio se 
mantuvo hasta que desapareció en la Constitución de 1864. 

No fue sino hasta la Constitución de 1914 cuando la declaración de indepen­
dencia fue reivindicada. Sin embargo, en esta ocasión las motivaciones fueron dis­

tintas; no se hacía la proclamación de independencia como suerte de escudo protec­
tor frente a pretensiones colonizadoras de España, como había ocurrido en el siglo 
XIX, sino para reafirmar en el plano jurídico-formal una independencia que había 
sido puesta en tela de juicio doce años atrás, cuando en 1902 Inglaterra, Alemania e 
Italia bloquearon los puertos venezolanos para reclamar al gobierno el pago de 
deudas vencidas. A partir de la Constitución de 1914 la proclamación de indepen­

dencia se ha reiterado en los textos constitucionales siguientes, incluyendo la de 

1999, cuyo artículo 1 º proclama a Venezuela "irrevocablemente libre e indepen­
diente y declara como derechos irrenunciables de la Nación la independencia, la li­
bertad, la inmunidad, la integridad territorial y la autodeterminación nacional". 

Estado de derecho 
Este principio constituye una de las conquistas más grandes del constitucio­

nalismo moderno: la aceptación de que todas las actuaciones de los órganos del 
poder público deben estar sometidas a la ley. El Estado de derecho, de todos los 
principios fundamentales, es el que con mayor constancia se ha observado en el 
marco de las declaraciones constitucionales del siglo XX. 

Las constituciones dictadas entre 1901 y 1945 dispusieron reiteradamente: "La 
definición de atribuciones y facultades señala los límites del Poder Público: todo lo 
que extralimite dicha definición, constituye usurpación de atribuciones". Las cons-
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tituciones de 194 7 y de 1953 presentaron una enunciación ligeramente modificada, 
en la que se señaló: "El Poder Público se ejercerá conforme a esta Constitución y a 
las leyes que derivan sus atribuciones y facultades. Todo acto que extralimite dicha 
definición constituye una usurpación de atribuciones". Los constituyentes de 1961 

optaron por una fórmula más concisa y establecieron: "La Constitución y las leyes 
definen las atribuciones del Poder Público, y a ellas debe sujetarse su ejercicio". 

Más recientemente, la Constitución de 1999 ha establecido que "La Constitu­
ción y la ley definirán las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, 
a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen". La operatividad del 
principio se concreta en la obligatoria vinculación de todos los órganos de los pode­
res públicos a la Constitución y las leyes. 

Federación 
En su fundación, el Estado venezolano nació como un pacto federal celebrado 

por los representantes de las siete provincias de la Capitanía General de Venezue­

la, el 21 de diciembre de 1811. Sin embargo, desde sus orígenes la federación en 
Venezuela no constituyó una forma consciente de organizar el Estado. En los años 
que precedieron a la guerra federal (1856-1857) no se aludía a la federación en su 
sentido técnico-jurídico, como forma de organización estatal, en la que un conjunto 
de estados cedían parcialmente su soberanía a favor de un Poder Federal, sino a un 
conjunto de ideas basadas sobre la necesidad de una mayor igualdad y cambios en 

los grupos políticos, económicos y sociales, que habían gobernado el país hasta 
entonces, quienes a su vez se autodenominaron centralistas. El ideario federalista 
fue retomado casi 40 años más tarde por Cipriano Castro, quien encabezó la Revo­
lución Liberal Restauradora de 1899, como una reacción de los caudillos regionales 
contra los abusos del poder central. No obstante, Castro y luego su sucesor, Juan 
Vicente Gómez, dejaron a un lado los principios que inspiraron su revolución e ini­

ciaron un progresivo reforzamiento del proceso de centralización del Estado vene­

zolano, mediante el debilitamiento del caudillismo regional y, consecuentemente, 
el fortalecimiento del poder central en las constituciones de 1901 y 1904. El proceso 
de centralización continuó durante la dictadura gomecista con las constituciones 
de 1909, 1914, 1922, 1925, 1928, 1929 y 1931. 

Aunque en la Constitución de 1936 no se efectuaron cambios importantes, el 
proceso de centralización y concentración de competencias a nivel del Poder N acio­
nal continuó con la Constitución de 1945 al suprimirse el Poder Judicial a nivel de 

los estados y reservar al Poder Federal todo lo relativo a la administración de justi­
cia en el territorio nacional. La Constitución de 194 7 proclamó la forma federal del 
Estado venezolano y previó un catálogo de competencias específicas para los esta­
dos; sin embargo, para asegurar la progresiva descentralización de las competen­
cias del Poder Nacional a las entidades político-territoriales menores, fue 
incorporada la denominada cláusula de descentralización, conforme a la cual las 
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Cámaras Legislativas, con el voto de las dos terceras partes de sus miembros, po­
dían atribuir a los estados o a los municipios determinadas materias de la compe­
tencia nacional a fin de promover la descentralización administrativa. Se previó, 
asimismo, en una disposición transitoria, la realización de un plebiscito nacional, 
dentro de los dos primeros años a partir de la promulgación de la Constitución, 
para determinar si los gobernadores debían ser electos popularmente o si, por el 
contrario, debían ser designados por el presidente de la República. 

No obstante, con la llegada al poder de Marcos Pérez Jiménez y la puesta en 
vigencia de la Constitución de 1953, se echaron por tierra los 
intentos de la Constitución anterior de conferir mayor autonomía 
a los estados; la cláusula de descentralización fue eliminada y se 
sustituyó la denominación Estados Unidos de Venezuela para dis­
tinguir al Poder Nacional por la de República de Venezuela, con lo 
cual la propia forma federal en la denominación del Estado vene-
zolano terminó por desaparecer. 

La evolución 
de las instituciones 

constitucionales 
venezolanas 

puede examinarse 
en seis etapas. 

La Constitución de 1961, aun cuando conservó la denominación República de 
Venezuela, la declaró como un Estado federal. Dicho texto constitucional retomó el 
esquema de la Constitución de 1947 cuyo desarrollo se había frustrado, al incluir 
.una cláusula de descentralización para asegurar la transferencia progresiva de 
competencias del Poder Nacional a los estados y municipios. Asimismo, se introdu­
jo la posibilidad de que el Congreso dictara una ley-no sujeta a veto presidencial­
que permitiera la elección popular de los gobernadores. Así fue como en 1989, casi 
30 años más tarde, fueron dictadas la Ley Orgánica de Descentralización, Delimi­
tación y Transferencia de Competencias del Poder Público y la Ley de Elección y 
Remoción de Gobernadores y Alcaldes, para permitir la transferencia de compe­
tencias en favor de los estados y la elección de gobernadores a través del sufragio 
universal, respectivamente. De otra parte, las entidades municipales adquirieron 
mayor importancia política con la reforma de la Ley Orgánica de Régimen Munici­
pal en 1989 y la creación de la figura del alcalde. El proceso de descentralización 
administrativa y la autonomía reconocida a los habitantes de las entidades regio­
nales y municipales para elegir a sus autoridades, vio renacer liderazgos a nivel de 
las entidades político-territoriales menores y las gobernaciones y alcaldías comen­
zaron a adquirir mayor preponderancia. 

La promesa de una mayor descentralización no se cristalizó con la Constitu­
ción de 1999 la cual, a pesar de declarar a Venezuela como un Estado Federal Des­
centralizado, no superó el régimen centralista de sus predecesoras; sin embargo, se 
sentaron las bases para una mayor descentralización política y administrativa y 
para que dicho proceso se haga de una manera más equilibrada y coordinada. El 
proceso Constituyente del 99 revivió la ya tradicional discusión sobre la existencia 
o no de un verdadero federalismo, aunque no existe y nunca ha existido una orga­
nización federal en el sentido clásico del término. Se introduce la noción de Estado 
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Federal Descentralizado, es decir, un Estado, que sin poseer las notas característi­
cas de la federación, excede las formas habituales de la descentralización. Descen­
tralización de grado superlativo, con fundamento constitucional y no en ley 
ordinaria, pues es el texto constitucional el que prevé el régimen de distribución de 
competencias entre los distintos niveles político-territoriales e incluye hasta la 
posibilidad de que opere una descentralización administrativa y jurisdiccional del 
Poder Judicial. 

En el siglo XX 

Venezuela fue testigo 
de 4 procesos 
constituyentes. 
El primero de ellos 
fue convocado 
por Cipriano Castro. 

Separación de poderes 
El principio de separación de poderes ha sido tradicional en las 
constituciones de Venezuela desde 1830; sin embargo, se han pro­
ducido variaciones en su vigencia práctica, que van desde la con­
sagración de la separación de los poderes como antídoto contra los 
caudillos, para fortalecer al Poder Legislativo, hasta la primacía 
del órgano ejecutivo sobre el legislativo. Cuando entró el siglo XX, 

el principio de separación de poderes era letra muerta en la Constitución. Los pre­
sidentes-caudillos jamás encontraron freno de parte del órgano legislativo ni del 
judicial. Esta situación fue característica de las constituciones dictadas entre 1901 

y 1931, correspondientes a la etapa de las dictaduras autocráticas. Si bien las cons­
tituciones de 1936 y 1945 no corresponden a gobiernos de facto, fueron en mayor o 
menor medida una repetición de las constituciones anteriores.No fue sino hasta la 

Constitución de 194 7 cuando ese principio se desarrolló con un sentido práctico al 
preverse, por primera vez, un efectivo sistema de controles y contrapesos entre los 
distintos órganos del poder público. La Constitución de 1953 no hizo ningún aporte 
importante y representó un retroceso en la materia; posteriormente, la Constitu­
ción de 1961 retomó el esquema planteado por la de 194 7. 

El sistema de distribución del poder público se ha establecido siempre, tácita o 
expresamente, en dos dimensiones: político-territorial y orgánica. Por lo que respec­

ta a la separación territorial de los poderes públicos, con algunas ligeras diferencias, 

en todas las constituciones se ha reconocido la existencia de tres órdenes funda­
mentales: República, los estados y los municipios. Asimismo, desde una perspectiva 
orgánica, todas las constituciones del siglo XX, con algunas variaciones formales, 
han distinguido entre los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y han atribuido a 
cada uno de éstos sus competencias. El principio de separación de poderes ha sido 
recogido expresamente y con mejor desarrollo en la Constitución de 1999, la cual 

prevé que el poder público se distribuye entre el Poder Municipal, el Poder"Estadal" 
-término que acuña este Texto- y el Poder Nacional, y que el Poder Público N acio­
nal se divide en Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral. 

En la actualidad el Poder Público Nacional, además de los tradicionales pode­
res Legislativo, Ejecutivo y Judicial, está integrado por dos poderes más: el Ciuda­
dano y el Electoral, ambos sin precedentes en la historia constitucional venezola-
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na. El Poder Ciudadano es ejercido por el denominado Consejo Moral Republicano, 
integrado por el Defensor del Pueblo, el Fiscal General y el Contralor General de la 
República y por cada uno de los organismos representados en dicho Consejo. Los 

órganos que integran el Poder Ciudadano tienen a su cargo, principalmente, la 

prevención, investigación y sanción de los hechos que atenten contra la ética públi­

ca y la moral administrativa, velar por la buena gestión y la legalidad en el uso del 

patrimonio público y asegurar la aplicación del principio de legalidad en toda la 
actividad administrativa del Estado. Por su parte, el Poder Electoral es ejercido 
por el Consejo Nacional Electoral, como ente rector, así como por los organismos 

subordinados a éste: la Junta Electoral Nacional, la Comisión de Registro Civil y 
Electoral y la Comisión de Participación Política, los cuales tienen a su cargo esen­
cialmente la organización, administración, dirección y vigilancia de todas las acti­

vidades relativas a la elección de cargos de representación popular y referendos. Se 

crea además una jurisdicción electoral para ejercer el control judicial de los actos 
dictados por los órganos de este poder en ejercicio de la función electoral. 

Por lo que se refiere al Poder Municipal se previeron, ahora con rango constitu­
cional, las figuras del alcalde, como autoridad de administración y gobierno, y los 
concejos municipales, como órganos legislativos locales. Asimismo, se contempla la 

figura de las contralorías municipales y se creó el Consejo Local de Planificación 
Pública como mecanismo de integración de las ejecutorias municipales con las de 
las parroquias, organizaciones vecinales y, en general, con la comunidad. En rela­

ción con el Poder Público Estadal, la Constitución asigna al gobernador el ejercicio 

de las funciones de administración y gobierno y a los consejos legislativos la fun­
ción legislativa; se confirió rango constitucional a las contralorías estadales y fue 

creado a nivel de cada estado el Consejo de Planificación y Coordinación de las 
Políticas Públicas (integrado por el gobernador, los alcaldes, los directores regiona­
les de Ministerios y representantes de laAsambleaNacional, el Consejo Legislati­

vo y los concejos municipales) como mecanismo de integración de las actuaciones 

estadales con las del Poder Nacional. 

Ahora bien, desde 194 7 y en todas las constituciones que le siguieron, el princi­

pio de separación de poderes ha aludido a la obligación de éstos de colaborar entre 

ellos, señalando que cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones 
propias, pero los órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre sí en la 

realización de los fines del Estado. La separación de poderes se ha establecido así 

en términos de relaciones de colaboración: se reconoce a cada órgano una función 

propia, lo cual no quiere decir que la ejerza en forma exclusiva. Lo que se ha queri­

do es que cada rama del Poder Público tenga asignada una función propia, pero que 

al mismo tiempo puedan colaborar entre sí los órganos que integran tales poderes 
públicos; ello se manifiesta en el establecimiento de un régimen de contrapesos, 

que obliga a que las decisiones o actos más trascendentes de los órganos de cada po­

der público se encuentren sujetos al control previo o posterior de los otros poderes. 
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Representatividad 
El principio de representatividad ha sido acogido invariablemente en todas 

las constituciones del siglo XX, proclamando que la soberanía reside en el pueblo. 
Existe, sin embargo, una diferencia significativa entre las constituciones corres­
pondientes a los períodos de dictadura militar (1901-1945) y las que fueron dicta­
das con posterioridad a la Constitución democrática de 1947. Así, para justificar 
el hecho de que la elección del presidente no se efectuaba por el pueblo, sino que 
se producía mediante elecciones parlamentarias completamente ficticias y 
manipuladas, las constituciones desde 1901 hasta 1945 señalaban que "La sobe­
ranía reside en el pueblo, quien la ejerce por medio de los Poderes Públicos". 

La Constitución de 194 7 produjo un cambio importante en esta formulación, al 
añadir que el pueblo, titular de la soberanía, la ejerce "mediante el sufragio y a tra­
vés de los órganos de los Poderes Públicos". La de 194 7, distinguiéndose de las cons­
tituciones de los gobiernos militares que la antecedieron, no partió de una 
delegación absoluta de la soberanía del pueblo en el poder público; por el contrario, 
se sostuvo que el pueblo conservaba su atributo soberano a través del sufragio. El 
principio de representatividad en esos términos se mantuvo en las constituciones 
posteriores y aparece en el artículo 5 de la Constitución de 1999, el cual dispone 
que "La soberanía reside en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma pre­
vista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante el sufragio, por 
los órganos que ejercen el Poder Público". 

Responsabilidad 
Desde 1830, cuando Venezuela se separó de la Gran Colombia, se ha incluido 

en el Texto Constitucional la declaración genérica según la cual el gobierno de 
Venezuela "es y será siempre republicano, popular, representativo, responsable y 
alternativo". El carácter responsable del gobierno venezolano ha sido repetido en 
las constituciones sucesivas e incluido en todas las que se dictaron en el curso del 
siglo XX, incluyendo la de 1999. De la misma manera se ha establecido en todas las 
constituciones dictadas desde 1901, a excepción de la Constitución de 1953, la res­
ponsabilidad individual por extralimitación de funciones en el ejercicio del poder 
público. 

No obstante, la tradición no se ha repetido por lo que se refiere a la intensidad 
con que se ha regulado la responsabilidad de las distintas autoridades y funciona­
rios del Estado. Las constituciones de 1901 y 1904 establecían la responsabilidad 
del presidente de la República por traición a la patria y por delitos comunes; se 
establecía asimismo la responsabilidad de los ministros, la cual no se salvaba ni 
por orden escrita del presidente, y la responsabilidad de los actos del presidente 
que se resolvieran en Consejo de Ministros que correspondía a quienes los refren­
daran. Asimismo, se disponía la responsabilidad de los empleados del Poder Judi­
cial y del Procurador General de la Nación en los casos que determinara la ley, por 
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soborno o cohecho en el desempeño de sus funciones, por infracción a la Constitu­
ción y las leyes y por delitos comunes. La Constitución de 1909 repitió las fórmulas 
empleadas en las constituciones anteriores; sin embargo, eliminó la responsabili­
dad del Procurador y estableció que la responsabilidad de los actos del presidente 
en Consejo de Ministros ya no correspondía sólo a quienes los refrendaran, sino al 
Consejo solidariamente. El régimen se mantuvo sin modificaciones sustanciales 
en las constituciones posteriores de 1914, 1922 y 1925.A partir de la Constitución de 
1928 desapareció la responsabilidad de los empleados judiciales para luego reapa­
recer en la de 1936, la cual dispuso que los funcionarios del Poder 
Judicial eran responsables conforme a lo establecido en la ley y 
que los ministros eran penal y civilmente responsables por los 
hechos ilícitos en que incurrieren. Dichas previsiones se man­
tuvieron con similar formulación en la Constitución de 1945. Pos­
teriormente, la Constitución de 194 7, repitiendo las fórmulas 
empleadas en los textos constitucionales anteriores, dispuso la 
responsabilidad del Fiscal y el Procurador General de la Nación. 
La Constitución de 1953 representó un retroceso: se eliminó la res­
ponsabilidad individual por extralimitación de funciones en el 
ejercicio del poder público y se estableció únicamente la responsa-

Venezuela entró 
en el siglo XX 

con una Constitución 
típicamente liberal ... , 

Con la Constitución 
de 1947 aparecieron 
todos los caracteres 

del Estado 
intervencionista ... 

La Constitución 
de 1999 ... enfatiza 

la presencia del Estado 

bilidad del presidente por los actos de su Administración, solida- en el ámbito económico. 

riamente con los ministros del Despacho e individualmente por traición a la patria 
y por delitos comunes. 

La Constitución de 1961, con una técnica mucho más elaborada dispuso que el 
ejercicio del poder público acarreaba responsabilidad individual por abuso de 
poder o por violación de la ley. De igual forma, se estableció la responsabilidad civil, 
penal y administrativa de todos los funcionarios o empleados públicos que ordena­
ran o ejecutaran actos que violaran o menoscabaran los derechos garantizados por 
la Constitución. Asimismo, de forma más general, se consagró la responsabilidad 
del presidente de la República por sus actos; la responsabilidad solidaria de los 
ministros por las decisiones que tomaran conjuntamente con el presidente de la 
República en Consejo de Ministros, quedó atemperada con la posibilidad para 
éstos de salvar su responsabilidad dejando constar su voto adverso o negativo. La 
vigencia del principio de responsabilidad quedó de manifiesto también en la auto­
rización constitucional otorgada a los tribunales de la jurisdicción contencioso­
administrativa, para condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación de 
daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración. 

La Constitución de 1999 avanzó sobre los pasos que ya había trazado el Consti­
tuyente de 1961. Así, con una formulación más general, estableció la responsabili­
dad del presidente, del vicepresidente y de los ministros. De otra parte, una de las 
innovaciones producidas en la Constitución de 1999 es la previsión expresa de la 
responsabilidad patrimonial del Estado por los daños y perjuicios que causen los 
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funcionarios en ejercicio de sus funciones, así como la obligación del Estado de res­
ponder patrimonialmente por los daños que sufran los particulares en cualquiera 
de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea imputable al funcionamiento de 
la Administración Pública. De manera análoga a la Constitución de 1961 se prevé 
también la competencia de los tribunales de la jurisdicción contencioso-adminis­
trativa para condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación de perjuicios 

originados en responsabilidad de la Administración e, incluso, conocer de reclamos 
en relación con la prestación de servicios públicos. A la responsabilidad civil, penal, 

La Constitución de 1953 

representó un retroceso, 
al regular 
en forma conjunta ... 
y de manera vaga 
los deberes y derechos 
individuales y sociales. 

administrativa y disciplinaria de los funcionarios públicos se 
agregan la laboral y militar. También se incluye el derecho a una 
justicia responsable y el reconocimiento expreso de la responsabi­
lidad del juez por error, retardo, omisiones injustificadas, inobser­
vancia sustancial de las normas procesales, denegación, parciali­
dad y por los delitos de cohecho y prevaricación. Se contempla 
además la obligación del Estado de indemnizar integralmente a 

las víctimas de violaciones a los derechos humanos. 

Universalidad del control judicial 
La universalidad del control judicial se manifiesta en la posibilidad efectiva de 

que todos los actos del poder público, sin importar su naturaleza (sentencias, leyes, 
actos administrativos, actos de gobierno), puedan ser impugnados y revisados en 

sede jurisdiccional, y de que dichos actos puedan ser anulados en caso de ser viola­
torios de la Constitución y las leyes. Este principio nació con el artículo 206 de la 
Constitución de 1961, norma que imprimía un cierto carácter vanguardista a nues­
tro texto constitucional y que fue repetida en términos casi idénticos en la Consti­
tución de 1999, al disponerse la facultad de los tribunales de la jurisdicción 
contencioso-administrativa para anular los actos administrativos generales o 

individuales contrarios a derecho, incluso por desviación de poder; condenar al 
pago de sumas de dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados en res­

ponsabilidad de la Administración; conocer de reclamos por la prestación de servi­
cios públicos; y disponer lo necesario para el restablecimiento de las situaciones 
jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad administrativa. 

Manifestación del principio de universalidad del control es la potestad que se le 
asigna al Tribunal Supremo de Justicia para declarar la nulidad, total o parcial, de 
leyes nacionales o estadales y de las ordenanzas municipales, así como para revisar 

las decisiones dictadas por los tribunales superiores cuando haya sido ejercido el 
recurso de casación contra las mismas. También lo es la consagración constitucio­
nal de la jurisdicción contencioso-administrativa con competencia para anular los 
actos administrativos contrarios a derecho. En el derecho comparado hay consenso 
en reconocer al principio de universalidad del control judicial carácter absoluto, de 
manera que no pueden las leyes establecer inmunidades o excepciones que pudie-
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ren afectarlo. Sin embargo, no siempre fue así; la Constitución de 1953, por influen­
cia del régimen político imperante para la época, permitía que determinados pun­
tos de los contratos celebrados por el Ejecutivo, quedaran, por ley, sujetos a la deci­
sión unilateral y exclusiva del Poder Ejecutivo Nacional sin recurso judicial. 

No obstante, con los avances en la materia se sostiene hoy la posibilidad de en­
juiciar hasta los llamados actos de gobierno o gubernativos, es decir, aquellos de ca­
rácter político dictados en ejecución de la constitución y ligados a la conducción del 
Estado. Ya desde 1962 la Corte Suprema de Justicia había comenzado a extender 
pausadamente su ámbito de control, pero no fue sino hasta una sentencia del 11 de 
marzo de 1993 (cuando se debatía la constitucionalidad de un decreto mediante el 
cual el presidente de la República suspendió las garantías constitucionales rela­
cionadas con los derechos a la libertad y seguridad personal, la inviolabilidad del 
hogar doméstico, el libre tránsito, la libertad de expresión, la libertad de asociación 
y al derecho de libre manifestación) que la Corte manifestó que le estaba dado a ese 
Alto Tribunal controlar no sólo los aspectos formales de la decisión gubernativa, 
sino también la veracidad y congruencia de los hechos que sirven de fundamento a 
esa decisión. 

No obstante, el avance jurisprudencia! retrocedió con una sentencia dictada 
por el Máximo Tribunal el 14 de octubre de 1999 cuando, a propósito del proceso 
constituyente de 1999, admitió la posibilidad de que los denominados actos consti­
tuyentes, dictados por la Asamblea Nacional Constituyente, estuvieran excluidos 
del control judicial. 

El estatuto fundamental del ciudadano venezolano durante el siglo XX 

La nacionalidad 
La primera mención de la nacionalidad venezolana aparece en la Constitución 

de 1830; desde entonces, todas las constituciones han regulado de diversas formas 
la materia diferenciando la nacionalidad originaria o de origen y la nacionalidad 
adquirida. 

En la terminología constitucional venezolana se han denominado venezola­
nos por nacimiento, a aquellas personas con nacionalidad originaria. La formas 
de adquisición de la nacionalidad venezolana en forma originaria son: el haber 
nacido en el territorio venezolano (ius soli); o ser hijo de venezolanos (ius sangui­
ni). El criterio principal de adquisición de la nacionalidad venezolana originaria, 
no sólo en este siglo sino desde los mismos orígenes del constitucionalismo vene­
zolano, ha sido el lugar de nacimiento; actualmente la nacionalidad venezolana 
ius soli es absoluta: se adquiere en forma automática por el hecho mismo de 
haber nacido en el territorio de la República, sin que al respecto quepa excepción 
alguna. Se diferencia así la Constitución vigente de las que le precedieron que 
exigían requisitos adicionales para otorgar la nacionalidad venezolana origina­
ria a los hijos de extranjeros nacidos en territorio venezolano por causa acciden-
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tal, o por estar desempeñando sus padres misiones diplomáticas. Tanto la Cons­
titución de 1961 como la de 1999 dejaron sin regular algunos aspectos que habían 
sido considerados expresamente en los textos constitucionales anteriores, como el 
caso de la nacionalidad de las personas nacidas en naves y aeronaves venezolanas, 
las cuales eran consideradas venezolanas por nacimiento en las constituciones de 
1953 y 194 7. Ya que el asunto carece de regulación constitucional expresa, resultan 
aplicables ahora los principios de Derecho Internacional en relación con el territo­
rio flotante, constituido por las naves y aeronaves de bandera venezolana. 

El otro factor determinante de la nacionalidad venezolana originaria, se en­
cuentra vinculado con la nacionalidad de los padres o ius sanguini. Todas las cons­
tituciones dictadas en el siglo XX han reconocido la nacionalidad venezolana a los 
hijos de padres venezolanos, aunque hubieren nacido en el exterior. La Constitu­
ción de 1999 establece un régimen análogo a la Constitución de 1961, conforme al 
cual la adquisición de la nacionalidad por ius sanguini está prevista en forma ab­
soluta sólo para los hijos de padre o madre venezolanos por nacimiento. En cambio, 
los nacidos en territorio extranjero, cuando uno de sus padres es venezolano por 
nacimiento, deben-a los efectos de gozar de la nacionalidad venezolana origina­
ria- establecer su residencia en el territorio de la República o declarar su voluntad 
de acogerse a la nacionalidad venezolana. De igual forma, gozan de la nacionali­
dad venezolana originaria los nacidos en territorio extranjero, de padre venezola­
no por naturalización o madre venezolana por naturalización, siempre que antes 
de cumplir dieciocho años establezcan su residencia en el territorio de la República 
y antes de cumplir veinticinco años de edad hayan declarado su voluntad de aco­
gerse a la nacionalidad venezolana. 

La adquisición de la nacionalidad también puede derivar de un acto formal del 
Estado a través del cual se le otorga la condición de nacional a una persona que, en 
principio, no la tiene. En ese sentido, todas las constituciones del siglo XX han pre­
visto la posibilidad de que la nacionalidad venezolana puede ser adquirida me­
diante un acto posterior, por vía de naturalización. 

En ciertos casos, se han reconocido facilidades a extranjeros de determinados 
países para la adquisición de la nacionalidad venezolana por vía de naturaliza­
ción. Las constituciones correspondientes al período transcurrido entre 1901 y 
1931, al igual que todas las que fueron dictadas desde 1864, disponían que eran ve­
nezolanos por naturalización los nacidos en repúblicas iberoamericanas, siempre 
que hubieren fijado su residencia en el territorio de la República y manifestado su 
voluntad de ser venezolanos. La Constitución de 1936 hizo extensivo ese derecho a 
los españoles y, hasta la Constitución de 1961, se mantuvo que los extranjeros que 
tuvieren por nacimiento la nacionalidad española o de un Estado latinoamericano 
gozarían de facilidades para la obtención de carta de naturaleza. La Constitución 
de 1999 extendió las facilidades para adquirir la nacionalidad venezolana por na­
turalización a los que tuvieren la nacionalidad originaria de España, Portugal, 
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Italia y países latinoamericanos y del Caribe, al prever que el tiempo de residencia 
requerido para presentar la solicitud de naturalización será de 5 años y no de 10, 

como está previsto para los demás extranjeros. 
Se establece asimismo, que los venezolanos por naturalización pueden gozar 

de los mismos derechos de los venezolanos por nacimiento, siempre que hubieren 
ingresado al país antes de los siete años y residido en éste permanentemente hasta 

alcanzar la mayoría de edad. 
Ahora bien, de la forma de adquisición de la nacionalidad puede depender la 

posibilidad de que sean ejercidos ciertos derechos. En ese senti­
do, todas las constituciones han reservado a los venezolanos por 
nacimiento el ejercicio de cargos de elección popular. La Consti­
tución vigente reserva a los venezolanos por nacimiento (y sin 
otra nacionalidad), los cargos de presidente y vicepresidente de 
la República, presidente y vicepresidente de la Asamblea N acio­
nal, magistrado del Tribunal Supremo de Justicia, Procurador, 
Fiscal y Contralor General de la República, Defensor del Pueblo, 
ministro de algún despacho relacionado con la seguridad, finan­
zas, energía y minas o educación, gobernadores y alcaldes de mu­
nicipios fronterizos. De otra parte, los venezolanos por natura-
lización con residencia ininterrumpida en Venezuela por un 

El Estado venezolano 
nació como un 

pacto federal celebrado 
por los representantes 
de las siete provincias 

de la Capitanía 
General de Venezuela, 

el 21 de diciembre 
de 1811 ... La promesa 

de una mayor 
descentralización 
no se cristalizó con 

la Constitución de 1999 ... 

tiempo no menor de 15 años, siempre que cumplan los requisitos de aptitud previs­

tos en la ley, podrán ejercer los cargos de diputados a la Asamblea Nacional, minis-
tras y gobernadores o alcaldes de municipios no fronterizos. 

En el ordenamiento jurídico-constitucional venezolano había sido tradición 
establecer la exclusividad de la nacionalidad venezolana. Ello había impedido que 
en Venezuela se estableciera un régimen de doble nacionalidad. Las constituciones 
de 194 7 y de 1953 habían tratado tangencialmente el tema, dejando la materia a los 
tratados internacionales que se adoptaran. Sin embargo, la Constitución de 1999 

reguló expresamente la posibilidad de que los venezolanos gocen de doble naciona­
lidad, al disponer que la nacionalidad venezolana no se pierde al optar o adquirir 
otra. Pero este reconocimiento es limitado, desde que se excluyen los ciudadanos de 
doble nacionalidad de la posibilidad de acceder a los cargos antes indicados. 

La ciudadanía 
En la doctrina constitucional se ha distinguido entre nacionalidad y ciudada­

nía. Se trata de dos instituciones distintas, pues mientras la primera se refiere al 
vínculo político que otorga a un individuo el carácter de miembro del Estado vene­
zolano, la ciudadanía alude a la condición jurídica en virtud de la cual un individuo 
interviene en el ejercicio de sus derechos políticos. En algunas constituciones del 
siglo XIX (las de 1830, 1857 y 1858) se había efectuado esta diferenciación. Entrado 
el siglo XX las constituciones de 1904 y 1914, aun cuando no lo hacían en forma 
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expresa, regularon las formas de adquisición de la nacionalidad y disponían cau­
sales para la suspensión de la ciudadanía. Era evidente que los redactores de esas 
cartas constitucionales comprendían que eran dos formas de vinculación de los 
ciudadanos con el Estado, no necesariamente coexistentes. 
La distinción entre ambas categorías fue retomada por el Constituyente de 1999, al 
disponer que ejercen la ciudadanía los venezolanos que no estén sujetos a inhabili­
tación política ni a interdicción civil. Asimismo, se dispuso que la pérdida de la na-
cionalidad causa la pérdida de la ciudadanía; sin embargo, el ejercicio de la ciuda­

Desde1830 ... 
se ha incluido en el 
Texto Constitucional 
la declaración genérica 
según la cual el 
gobierno de Venezuela 
"es y será siempre 
republicano, popular, 
representativo, 
responsable 
y alternativo". 

danía o de alguno de los derechos políticos puede ser suspendido 
por sentencia firme en los casos que así lo disponga la ley. 

Derecho al sufragio 
El derecho al sufragio se manifiesta en dos formas: el derecho a 
elegir, también denominado sufragio activo y el derecho a ser ele­
gido para cargos públicos, llamado sufragio pasivo. 

Desde la primera Constitución en 1830, el derecho al voto y al ejer­
cicio de cargos públicos estuvo reservado a determinados ciudada­
nos, atendiendo a criterios patrimoniales y sociales. Fue con la 
Constitución de 1864, dictada durante el gobierno de Guzmán 

Blanco, luego del triunfo de la Revolución Federal, que se eliminaron las restriccio­
nes tradicionalmente impuestas al ejercicio del sufragio, al garantizar a todos los 

venezolanos mayores de edad la libertad de sufragio y suprimir las condiciones pa­
trimoniales o profesionales que anteriormente se habían exigido para ejercer car­
gos de representación popular. De otra parte, aun cuando las constituciones desde 
1830 no habían hecho exclusión expresa del voto femenino, es lo cierto que esa posi­
bilidad estaba negada y las propias tradiciones repugnaban toda injerencia de las 
mujeres en asuntos políticos. 

Hasta la entrada del siglo XX no se produjeron cambios sustanciales en la 

materia. Con la Constitución de 1901, se incorporó la exigencia del requisito de ins­
cripción previa en el registro electoral de la parroquia o municipio para poder ejer­
cer el sufragio. A pesar de que la posibilidad del voto femenino continuaba 
descartada, en la Constitución de 1901 por primera vez se refirió que ese derecho 
correspondía a los venezolanos varones. Posteriormente, esa referencia fue supri­
mida, aunque la situación se mantuvo en términos similares y el voto femenino 

permaneció descartado. Luego de la muerte Gómez, la Constitución de 1936 volvió 
a restringir el sufragio activo a la población alfabetizada, condición que se mantu­

vo hasta la reforma constitucional de 1945. Asimismo, tanto la Constitución de 
1936 como la de 1945 retomaron la referencia al sexo de los votantes, lo cual ha sido 
explicado por algunos como consecuencia del impulso adquirido por el movimiento 
feminista y la voluntad del legislador de no confiar a una fórmula imprecisa la 

determinación del derecho de las mujeres al sufragio. 
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El ejercicio del derecho al sufragio por mujeres fue reconocido definitivamente 
en el Decreto Nº 217 de la Junta Revolucionaria de Gobierno del 15 de mayo de 
1946, relativo al régimen electoral de la Asamblea Nacional Constituyente, en el 

que se declararon electores y elegibles a todos los venezolanos mayores de 18 años 
sin distinción de sexo; desde entonces, el derecho al voto de las mujeres se ha reco­

nocido en todas las constituciones posteriores. La Constitución de 194 7, además de 

otorgar el carácter de elector a la mujer, redujo de veintiuno a dieciocho años la 
edad para votar. La Constitución de 1953 no reguló extensivamente el derecho al 
sufragio y, por el contrario, se limitó a consagrar éste como "una función pública 

privativa de los venezolanos", dejando su desarrolló al legislador. La Constitución 
de 1961 otorgó la condición de electores a todos los venezolanos mayores de diecio­
cho años de edad no sujetos a interdicción civil ni a inhabilitación política; de igual 

forma, se previó como elegibles y aptos para el desempeño de funciones públicas a 

los electores, alfabetizados, mayores de veintiún años. 
La Constitución de 1999, empleando una fórmula similar a la usada por el 

Constituyente de 1961, consagró el derecho al sufragio en forma general, califican­

do como electores a todos los venezolanos mayores de edad, no sujetos a interdicción 
civil o inhabilitación política. Asimismo, en dicha Constitución se incorporaron dos 

novedades: en primer lugar, el voto para las elecciones municipales, parroquiales y 
estadales se hizo extensivo a los extranjeros mayores de dieciocho años de edad con 
más de diez años de residencia en el país; en segundo término se estableció que los 

integrantes de la Fuerza Armada Nacional tienen derecho al sufragio de conformi­

dad con la ley; sin embargo, se les prohibió optar a cargos de elección popular o par­
ticipar en actos de propaganda, militancia o proselitismo político. 

Por lo que respecta al ejercicio de cargos de elección popular o sufragio pasivo, 
la Constitución de 1999 reconoció a todos los ciudadanos "el derecho a participar 
libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representan­

tes elegidos". En adición, se estableció que quienes opten a un cargo de elección 

popular deben cumplir con un requisito negativo: no haber sido condenados por 

delitos en el desempeño de funciones públicas o que afecten el patrimonio público, 
dentro del tiempo que fije la ley. 

Derechos y garantías constitucionales 
El catálogo de derechos constitucionales 
Desde la Declaración de los Derechos del Pueblo del 1 º de julio de 1811, ha sido 

tradicional en Venezuela el reconocimiento formal de un catálogo de derechos 

constitucionales. Hasta 1945 todas las constituciones venezolanas habían tratado 
en un solo capítulo lo relativo a los derechos y garantías constitucionales. No fue 
sino hasta la Constitución de 194 7 cuando los constituyentes venezolanos regula­

ron separadamente los derechos individuales, familia, salud y seguridad social, 

educación, trabajo y economía nacional. Los diputados redactores de la Constitu-
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ción de 194 7 estaban influenciados por el constitucionalismo de vanguardia para la 
época y habían sido actores importantes en la escena política durante los años 
anteriores. Dicho texto se caracterizó por su acento en la consagración de los dere­
chos y garantías constitucionales; de ahí que Andrés Eloy Blanco, presidente de la 
Asamblea Constituyente, haya expresado en el discurso que declaró sancionada 
esa Constitución que ésta "Nació del sufragio universal, contiene las más avanza­
das providencias en legislación del trabajo, contiene lo más nuevo en la defensa 
social; entre sus hojas, con sus cuatro pétalos abiertos, está la flor de las cuatro 
libertades[ ... ]". 

La Constitución de 1953 representó un retroceso, al regular en forma conjunta 
-nuevamente- y de manera vaga los deberes y derechos individuales y sociales. 
Posteriormente, la Constitución de 1961 retomó la pauta de la Constitución de 194 7 

y agrupó en capítulos separados los deberes, y los derechos individuales, sociales, 
económicos y políticos. El proceso de ampliación de los derechos constitucionales 
fue profundizado en la Constitución de 1999, en la cual se regularon separadamen­
te los derechos civiles, los derechos políticos, los derechos sociales y de la familia y 
los derechos culturales y educativos, los derechos económicos, los derechos de los 
pueblos indígenas y los derechos ambientales. 

El carácter enunciativo de los derechos constitucionales 
El carácter enunciativo o no taxativo de la declaración formal de derechos es 

un principio que ha sido postulado desde la Constitución de 1858, y plasmado en 
todos los textos constitucionales del siglo xx con algunas variaciones en su formu­
lación. En virtud de dicho carácter enunciativo, se ha entendido que los derechos 
consagrados en el texto constitucional no constituyen una negación de aquellos 
que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en dicho 
texto; y la falta de ley reglamentaria de tales derechos no menoscaba su ejercicio. 

En cuanto a la interpretación del mencionado principio, el Máximo Tribunal 
había considerado que por virtud de éste los derechos fundamentales recogidos en 
tratados internacionales, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti­
cos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales o la Convención 
Americana de Derechos Humanos adquirían rango constitucional. Posteriormen­
te, este criterio jurisprudencia! fue recogido por el constituyente de 1999, quien 
estableció que "Los tratados, pactos y convenciones relativos a los derechos huma­
nos, suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y preva­
lecen en el orden interno [ ... ]". 

Los regímenes de excepción 
En todas las constituciones de siglo XX, con algunas variaciones en su formula­

ción y en los supuestos de procedencia, se ha previsto la posibilidad de que las 
garantías constitucionales puedan ser suspendidas por el presidente. 
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La Constitución de 1901 disponía como atribución del Ejecutivo Federal "En los 
casos de guerra extranjera[. .. ] suspender los derechos cuyo ejercicio sea incompati­
ble con la defensa de la República, excepto el de la vida[. .. ]"; esta disposición se 
mantuvo con algunas variaciones en las constituciones de 1904, 1909, 1914 y 1922. 

En términos similares, las constituciones de 1925, 1928, 1929, 1931, 1936 y 1945 

-también con algunas modificaciones-, dispusieron la procedencia de la suspen­
sión de las garantías constitucionales cuando "la República se hallare envuelta en 
guerra internacional o estallare en su seno una guerra civil o existiera peligro de 
que una u otra ocurrieran, en caso de epidemia o cualquier otra 
calamidad pública, o cuando cualquier otra circunstancia que 
amenazara la defensa, la paz o seguridad de la Nación[ ... ]". A la 
prohibición de suspender la garantía del derecho a la vida, se agre­
gó la prohibición de decretar y aplicar castigos infamantes, tales 
como la tortura o castigos corporales. La Constitución de 194 7 esta­
bleció también, con mejor desarrollo, la posibilidad de que pudie­
ran ser suspendidas las garantías; sin embargo, en dicho texto se 
estableció por primera vez el control por el Poder Legislativo del 
decreto de suspensión de garantías, al prever que éste debía ser 

El Estado de derecho, de 
todos los principios 

fundamentales, 
es el que con mayor 

constancia 
se ha observado 

en el marco 
de las declaraciones 

constitucionales 
del siglo XX. 

sometido a la consideración del Congreso o de la Comisión Permanente del mismo 
dentro de los diez días siguientes a su promulgación. Este mecanismo de control 
fue eliminado en la Constitución de 1953, la cual dispuso como supuesto de proce­
dencia, para la suspensión o restricción de garantías, los casos de "emergencia 
nacional o internacional". 

Con la Constitución de 1~61, la materia fue regulada de una forma más acaba­
da. En primer lugar, se dispuso como atribución del presidente de la República 
"Declarar el estado de emergencia y decretar la restricción o suspensión de garan­
tías en los casos previstos en esta Constitución". De otra parte, se dedicó un capítu­
lo especial al tema de la emergencia y se volvió a establecer el control por el Con­
greso del decreto de suspensión de garantías dentro de los diez días siguientes a su 
promulgación. Asimismo, se previó la posibilidad de que el decreto de suspensión 
pudiera ser revocado al cesar las causas que lo motivaron no sólo por el Ejecutivo, 
como se había previsto tradicionalmente, sino también por las Cámaras del Con­
greso en sesión conjunta. Este mecanismo de control fue puesto en práctica en 1994 

cuando mediante decreto del 27 de junio de 1994 fueron suspendidas algunas 
garantías constitucionales por el presidente Caldera y, posteriormente, mediante 
Acuerdo del Congreso de fecha 21 de julio del mismo año dicho decreto fue revoca­
do.No obstante, en esa oportunidad, al día siguiente de haberse producido la revo­
catoria del Congreso, el presidente volvió a dictar un decreto suspendiendo nueva­
mente las garantías. 

La Constitución de 1999 también prevé la posibilidad de que el presidente de la 
República pueda declarar los estados de excepción y distingue tres niveles: el esta-
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do de alarma, para los casos de catástrofes, calamidades públicas u otros aconteci­
mientos que pongan en peligro la seguridad de la nación o de los ciudadanos; el 
estado de emergencia económica, para aquellos casos en que se susciten hechos 
que afecten gravemente la vida económica nacional y el estado de conmoción inte­

rior o exterior para los casos de conflicto interno o externo. La facultad de declarar 
estados de excepción y restringir garantías constitucionales, sin embargo, no está 

exenta de controles. En primer lugar, se dispone que el decreto correspondiente 
deberá cumplir con las exigencias, principios, y garantías establecidos en el Pacto 

Esta Constitución 
permitió,por primera 
vez en la historia 
constitucional 
venezolana, la sucesión 
ininterrumpida de 
9 presidentes en un 
lapso de casi 40 años ... 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. De otra parte, se prevé que 

dentro de los ocho días de haber sido dictado el decreto que declare 
el estado de excepción, éste será sometido a la consideración y 

aprobación de la Asamblea Nacional. De igual forma, el decreto de 
suspensión deberá ser presentado al Tribunal Supremo de Justi­
cia, para que se pronuncie sobre su constitucionalidad. 

La protección de los derechos constitucionales: 
el amparo constitucional 
La institución de amparo constitucional, cuyo nacimiento se produjo en el siglo 

XX con la Constitución de.1961, consagró por vez primera el derecho de todos los 
habitantes de la República a ser amparados por los Tribunales "en el goce y ejerci­

cio de los derechos y garantías que la Constitución establece, en conformidad con la 

Ley"; se estableció igualmente el carácter breve y sumario del procedimiento de 

amparo y la potestad de los jueces "para restablecer inmediatamente la situación 
jurídica infringida". No obstante, la operatividad del amparo se vio reducida 
durante los primeros 20 años de vigencia de la Constitución, pues durante mucho 
tiempo privó la tesis según la cual esa disposición constitucional era una norma 

programática que consagraba una acción judicial o un medio de protección proce­

sal, que requería para su ejercicio efectivo de una ley de amparo que desarrollara 

legalmente la figura. 

En la década de los ochenta comenzó un proceso de evolución en torno a la 
vigencia práctica del derecho a ser amparado, el cual se manifestó primero a nivel 
de jueces de instancia y superiores, para luego alcanzar su definitiva aceptación en 

1983, con una decisión de la Corte Suprema de Justicia en la cual se sostuvo que con 

la consagración del amparo "el Constituyente [reafirmó] su voluntad en el sentido 

de mantener la integridad de los derechos humanos y ponerlos a cubierto de cual­

quier intento o acto que pudiese vulnerarlos". Con el referido fallo se reconoció que, 
aun en ausencia de una Ley que regulara la acción de amparo constitucional, la 
misma podía ejercerse ante los tribunales de la República, pues toda persona tiene 

derecho a ser amparada en el goce y disfrute de los restantes derechos y garantías 

constitucionales mediante un procedimiento breve y sumario. Se inició así la evo-
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lución de la acción de amparo constitucional, institución de creaciónjurispruden­
cial, cuyos principios y fundamentos fueron posteriormente recogidos en la Ley 
Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. El derecho de 
amparo fue incorporado por el Constituyente de 1999 estableciéndose además que 
el procedimiento de amparo constitucional será oral, público, breve, gratuito y no 
sujeto a formalidad. 

La Constitución de 1999 también incorporó la figura del Defensor del Pueblo 
como órgano especial para la promoción, defensa y vigilancia de los derechos y ga­
rantías establecidos en la Constitución y los tratados internacionales sobre dere­
chos humanos, además de los intereses legítimos, colectivos y difusos de los ciuda­
danos; estas dos últimas categorías de interés son, ahora, objeto de protección 
constitucional. 

La constitución económica 
Se designa con el nombre de Constitución Económica al conjunto de disposicio­

nes de rango constitucional que tienen por objeto proporcionar el marco jurídico 
fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad económica. Las 
constituciones venezolanas del siglo XIX tenían los caracteres propios del Estado 
liberal burgués y se orientaban hacia la ampliación del campo de acción de los par­
ticulares en la vida económica nacional; en ese sentido, Venezuela entró en el siglo 
XX con una Constitución típicamente liberal que establecía los derechos de la li­
bertad de industria y de propiedad, las limitaciones al derecho de propiedad por 

causa de utilidad pública o social y el principio de igualdad en la distribución de las 
cargas públicas. 

Con las constituciones de 1901 y 1904 se inició el proceso de intervencionismo 
estatal en la economía cuando se autorizó la intervención directa del Estado en 
actividades económicas de interés general, al facultar al Ejecutivo para que regla­

mentara servicios públicos prestacionales, como el servicio de correos, telégrafos y 
teléfonos federales. En las constituciones de 1914 y 1922 continuó el proceso de con­

solidación del Estado intervencionista y se hizo mención por primera vez a la 
prohibición de los monopolios. Los textos constitucionales sancionados posterior­
mente en 1925, 1928, 1929, 1931 y 1936 preservaron esas disposiciones y afianzaron 
el intervencionismo económico estatal. La Constitución en 1945 incorporó la fór­
mula constitucional (que ha perdurado sin variaciones sustanciales hasta nues­
tros días) en relación con la expropiación, señalando que "sólo por causa de utilidad 

pública o social, mediante indemnización previa, y juicio contradictorio, podrá ser 
declarada la expropiación de la propiedad o de algún derecho". Posteriormente, con 
la Constitución de 194 7 aparecieron todos los caracteres del Estado intervencionis­
ta: un Estado que planifica, racionaliza, fomenta, regula la actividad económica de 
los particulares y que crea personas jurídicas para realizar actividades financieras 
o industriales. En la Constitución de 1953 los derechos de libertad de industria y de 
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propiedad no sufrieron transformaciones de fondo y se eliminaron los elementos 
intervencionistas de la Constitución precedente. 

La Constitución de 1961 volvió sobre las disposiciones del texto de 194 7 y a la 
par que consagró los mencionados derechos de propiedad y de libertad de industria 
y comercio -ya tradicionales- previó facultades intervencionistas del Estado en la 
economía, tales como la facultades para la regulación y planificación de las acti­
vidades productivas, con el fin de impulsar el desarrollo económico. Sin embargo, 
en 40 años de vigencia, lejos de lograrse esa finalidad, la creciente intervención 
estatal en la economía en la práctica convirtió al Estado venezolano en el primer 
monopolizador. 

A lo anterior, se agrega la circunstancia de que desde 1961 hasta 1991 las liber­
tades económicas permanecieron restringidas, lo cual permitió al Ejecutivo legis­
lar en esa materia paralelamente con el legislador, e intervenir activamente en la 
vida económica nacional, desvirtuando el carácter extraordinario del régimen de 
restricción de garantías, y empleando esa vía para regular directamente el régi­
men económico sin necesidad de controles legislativos. La intervención del Ejecu­
tivo en la economía también se produjo a través de autorizaciones legislativas (le­
yes habilitantes) para dictar medidas extraordinarias en materia económica y 
financiera. Se acudió a ese mecanismo durante los gobiernos de Rómulo Betan­
court, Carlos Andrés Pérez (en su primer quinquenio), Jaime Lusinchi, Ramón J. 
Velásquez, Rafael Caldera (en su segundo quinquenio) y Hugo Chávez Frías, para 
acelerar la introducción de reformas legislativas en materia económica que, por su 
urgencia, no podían esperar a que se tramitara el procedimiento constitucional­
mente establecido 12ara la formación de leyes. Así, con base en autorizaciones legis­
lativas, fueron dictadas leyes que permitieron la creación del Fondo de Inversiones 
de Venezuela, la reserva al Estado de la industria del mineral de hierro y la pro­
ducción y el comercio interno de hidrocarburos, las reformas legales en materia de 
finanzas públicas, régimen laboral, organización de la administración pública e 
instrumentos legales de diversa naturaleza. 

La Constitución de 1999 no introdujo mejoras sustanciales en la Constitución 
Económica y, por el contrario, enfatiza la presencia del Estado en el ámbito econó­
mico. En dicho texto se consagran los derechos económicos fundamentales de liber­
tad económica y de propiedad, con sus limitaciones y elementos de naturaleza 
intervencionista, que cumplen una función social y propenden a la protección del 
interés colectivo, como los derechos laborales, el régimen tributario, la prohibición 
de monopolios, las reservas de actividades económicas y, en general, facultades de 
intervención estatal en la economía. 

Por último, la Constitución prevé una serie de competencias especializadas del 
Estado que ejercen una influencia preponderante en el ámbito económico, como 
son las funciones de Banca Central, planificación y servicios públicos de carácter 
no lucrativo. 
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El presidencialismo venezolano durante el siglo XX 

Venezuela se ha caracterizado por una evidente preponderancia presidencial, 
respecto de los restantes poderes públicos. Tal circunstancia quedó puesta de 
manifiesto en los períodos constitucionales transcurridos entre 1901 y 1945. 

La Constitución de 1901 aumentó de 4 a 6 años el mandato presidencial y esta­
bleció que la elección del presidente, que antes de esa fecha derivaba de una elec­

ción universal y directa, comenzaría a realizarse de forma indirecta por los conce-
jos municipales. El proceso de consolidación de la figura presidencial continuó con 
la Constitución de 1904 en la cual se atribuyó al Congreso la desig-
nación del presidente de la República y fueron eliminadas las 
prohibiciones establecidas en los textos constitucionales anterio­
res que impedían al Poder Legislativo conferir votos de confianza 
y facultades extraordinarias al Ejecutivo; asimismo, la facultad 
para hacer las designaciones en los altos cargos militares, que an­
teriormente correspondía al Congreso, fue pasada al Ejecutivo. 

En la doctrina 
constitucional 

se ha distinguido 
entre nacionalidad 

y ciudadanía. 
Se trata de dos 

instituciones distintas ... 

El proceso se detuvo temporalmente con la Constitución de 1909, en la cual se 
incrementaron las facultades del Poder Legislativo: se estableció que sus sesiones 
no serían bienales, como disponía la Constitución de 1904, sino anuales; se le asig­
nó la función de elegir al presidente de la República y el conferimiento de grados y 
ascensos oficiales del Ejército de teniente coronel en adelante. Por lo que respecta a 
la presidencia, se redujo a 4 años el período constitucional y se exigió por primera 

vez que el jefe del Estado fuera seglar. Asimismo, desaparecieron los vicepresiden­
tes de la República, los cuales fueron sustituidos por un Consejo de Gobierno inte­
grado por diez vocales. Visto que la Constitución de 1909 prohibía la reelección 
presidencial, y ante la inminencia del final del período constitucional, el general 
Gómez entregó interinamente el mando a Victorino Márquez Bustillos. Al acercar­
se la fecha de culminación del período, el 19 de abril de 1914, un Congreso de Dipu­
tados plenipotenciarios procedió a dictar un Estatuto Constitucional Provisorio 

que permitiría llenar el interregno entre el final del primer período presidencial de 

Gómez y la aprobación de una nueva Constitución que legitimaría su permanencia 
en el poder. Dicha Constitución fue la de 1914, en la que se extendió el mandato pre­
sidencial a 7 años y desapareció la prohibición de reelección.Aprobada la Constitu­
ción, el Congreso eligió presidente constitucional y jefe del Ejército a Gómez. 

El 19 de junio de 1922 fue sancionada por el Congreso una nueva Constitución 

en la que fue elegido nuevamente Gómez para ocupar la presidencia en el período 
1922-1929. La única reforma sustancial introducida en la Constitución de 1922 fue 

la creación de dos vicepresidentes de la República, que serían elegidos por el Con­
greso en la misma sesión que el primer magistrado. El proceso de reforma consti­
tucional de 1925, al igual que lo fuera el anterior, tuvo una motivación circunstan­
cial: permitir al jefe del Ejecutivo ejercer sus funciones en cualquier punto del 
territorio nacional, sin necesidad de separarse de su cargo, para que el general Gó-
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mez pudiera establecer su residencia definitiva en la ciudad de Maracay. Las refor­
mas constitucionales subsiguientes continuaron con el proceso de reforzamiento 
de la institución presidencial. En 1928 fue reformada la Constitución con el objeto 
de suprimir las vicepresidencias. Menos de un año después, en 1929, Gómez promo­
vió otra reforma constitucional a fin de crear la figura del jefe del Ejército como or­
ganismo autónomo, para que conjuntamente con el presidente de la República 
nombrara y removiera a los ministros, convocara al Congreso a sesiones extraordi-
narias, suspendiera las garantías constitucionales, usara la fuerza pública y con­

El principio de 
separación de poderes 
ha sido tradicional 
en las constituciones 
de Venezuela desde 1830; 

sin embargo, 
se han producido 
variaciones 
en su vigencia práctica 
.. . desde 1947 y en todas 
las constituciones 
que le siguieron, 
el principio de 
separación de poderes 
ha aludido a la 
obligación de éstos de 
colaborar entre ellos. 

cediera indultos. Fue así como en 1929 se dictó una nueva Consti­
tución y para el período presidencial 1929-1936 el Congreso eligió 
como presidente de la República a Juan Bautista Pérez y al gene­
ral Gómez como comandante enjefe del Ejército. El 31 de junio de 
1931 renunció a su cargo Juan Bautista Pérez y el Congreso eligió 
como presidente provisional a Pedro I triago Chacín. Posterior­
mente, el propio Congreso eligió presidente por aclamación a 

Juan Vicente Gómez y a fin de legitimar esta nueva designación se 
efectuó una reforma constitucional, para unir nuevamente en un 
solo órgano el poder civil y el militar. Aprobada la Constitución de 
1931, Gómez ejercería el poder hasta su fallecimiento en 1935. 

La reforma constitucional de 1936 no tuvo mayor impacto en la 
institución presidencial. Sin embargo, a fin de enfrentar la crisis 

que siguió a la terminación de la Segunda Guerra Mundial, Medi­
na Angarita hizo modificar la Constitución en 1945 para que, por 
esa vía, se le otorgaran potestades normativas para legislar en 

materia económica; de igual forma, con ocasión de la Constitución de 1945 se redu­
jo de siete a cinco años el período presidencial. 

Las constituciones dictadas entre 1901 y 1945 se caracterizaron por la inexis­
tencia de un efectivo sistema de control e interferencias entre los poderes públicos; 

el Congreso, en la práctica, era un instrumento del Ejecutivo, el cual ejercía sus 
funciones fuera de un marco de control que efectivamente asegurara la legalidad 
de sus actuaciones; el Procurador General de la Nación, además de ejercer las fun­
ciones de asesoría al Ejecutivo, desempeñaba el Ministerio Público y era el órgano 
encargado de promover la ejecución de las leyes y disposiciones administrativas y 

de velar por el correcto cumplimiento de las leyes por los empleados federales. 

Con la Constitución de 1947 se eliminó la elección parlamentaria del presiden­
te y se consagró el principio, que permanecería en las futuras constituciones, de 
elección del presidente de la República mediante votación universal, directa y 

secreta. El modelo de gobierno que se desarrolló en dicha Constitución seguiría 
siendo presidencialista pero con énfasis en la aplicación de un sistema de controles 
y contrapesos entre los distintos órganos del poder público, a fin de garantizar el 

equilibrio entre éstos; así, se instituyeron mecanismos como el voto de censura por 
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la Cámara de Diputados contra los ministros del Despacho y, por primera vez, se 
previó la posibilidad de que dicha sanción acarreara la remoción de un ministro; se 
otorgó rango constitucional a la Contraloría General de la Nación y se dispuso la 
existencia de un Ministerio Público (separado de la Procuraduría) para velar por 
la recta aplicación de las leyes por los Tribunales de la República en los procesos 
penales y en todos aquellos en que tuviere interés el Fisco, el orden público o las 

buenas costumbres y, en general, la buena marcha de la administración de justicia. 
Sin embargo, la efectividad de este sistema no pudo ser probada durante la 

vigencia de la Constitución de 1947, pues Rómulo Gallegos, primer y único presi­
dente electo conforme a esa Constitución, fue derrocado en 1948 a menos de un año 
de haberse producido su elección. La Constitución de 1953 no hizo ningún aporte 
importante y, en vez de consolidar el establecimiento de un sistema apropiado de 
controles entre el Ejecutivo y los demás poderes públicos, atenuó dicho sistema 
fomentando el ejercicio autocrático del poder. 

Finalizado el régimen dictatorial instaurado por Pérez Jiménez, la Junta de 

Gobierno en su Acta de Instalación decidió mantener en vigencia el ordenamiento 
jurídico preexistente en la Constitución de 1953 y convocó a comicios generales 
para la elección del Congreso y del presidente, resultando ganador Rómulo Betan­
court. El Congreso electo se abocó a la preparación de una reforma constitucional 
que culminó con la promulgación de la Constitución de 1961, la cual reforzó el es­
quema de la de 1947 en cuanto al sistema de controles y contrapesos sobre el Poder 

Ejecutivo por los demás órganos del poder público. 

No obstante, ~ichos controles fueron atemperados en la práctica, pues desde 
1958 se convinieron algunos principios de convivencia y cooperación política 
entre los partidos, que suponían cierta flexibilidad en el funcionamiento de las 
instituciones políticas fundamentales. La Constitución fue acompañada de un 
acuerdo tácito o costumbre constitucional para la organización de los órganos 
del Poder Público Nacional, compuesta por unas reglas básicas, consistentes en: 

a) que la Presidencia del Congreso recaería en un senador representante del 
partido político que hubiere resultado ganador de la elección presidencial; b) que 
la Vicepresidencia del Congreso estaría a cargo de un diputado representante 
del partido político que había obtenido el segundo lugar en las elecciones; y e) que 
al principal partido de oposición correspondería designar al Contralor General 
de la República. Los partidos habían entendido que el fracaso del gobierno demo­
crático que se pretendió instaurar en 194 7 se debió, fundamentalmente, al clima 

de discordia entre los propios partidos, fomentado por la actitud hegemónica que 
había asumido el partido AD, luego de resultar favorecido por la mayoría parla­
mentaria y haber obtenido la Presidencia de la República. 

El transcurso del tiempo provocó el debilitamiento de los pactos políticos sobre 
los cuales se había sustentado el sistema democrático durante los últimos 40 años 
del siglo XX, y la institución presidencial fue la primera en sufrir el impacto de los 
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cambios y la aplicación de los sistemas de controles y sanciones políticas conteni­
dos en la Constitución. El inicio de ese proceso de debilitamiento de la institución 
presidencial puede situarse en el segundo período de Carlos Andrés Pérez. El 13 de 
abril de 1989 el Congreso dio el primer paso hacia la reforma del Estado al sancio­
nar la Ley sobre Elección y Remoción de los Gobernadores de Estado, en la cual se 
dispuso la elección de los gobernadores por la población sufragante, mediante 

votación universal, directa y secreta, eliminándose así la competencia del presi­
dente para designar a los jefes de las entidades regionales. Asimismo, antes de 
finalizar 1989, el presidente puso el ejecútese al segundo instrumento de transfor­

mación jurídica del Estado: la Ley de Descentralización, Delimitación y Transfe­
rencia de Competencias del Poder Público, con la que se transfirió a los estados un 
cúmulo de competencias capaces de generar ingresos, que pertenecían anterior­
mente al Poder Nacional.No obstante los beneficios derivados de haber impulsado 
la descentralización, el proceso de debilitamiento se vio agudizado por dos intentos 
de golpe de Estado (el 4 de febrero de 1992 y el 27 de noviembre de 1992). 

Al concluir la presidencia Carlos Andrés Pérez ya era visible el desgaste que 
habían sufrido las instituciones democráticas y, muy especialmente, el Congreso y 
la Presidencia. La aplicación efectiva de los mecanismos de control que había pre­
visto el Constituyente de 1961, había terminado por crear una fuerte tensión entre 
las diversas fracciones políticas. Además, la falta de concertación entre los diver­
sos sectores de la vida nacional puso en evidencia la incapacidad del Congreso 

para ejecutar efectivamente su actividad legislativa y contralora. 

En las elecciones presidenciales de 1993 resultó favorecido Rafael Caldera. 
Durante su segundo quinquenio (1994-1999), se agudizó la crisis política y se acele­
ró el proceso de resquebrajamiento de los partidos tradicionales. La aplicación 
efectiva de los mecanismos contralores establecidos en la Constitución de 1961 no 
sirvieron como contrapeso a la actividad gubernamental y, por el contrario, provo­
caron la disgregación del propio Congreso. Los acuerdos entre los partidos que tra­

dicionalmente habían dominado la escena política (AD y COPEI), y que habían 

dado base política a los gobiernos, cedieron a causa de la nueva composición del 
Congreso; las costumbres constitucionales comenzaron a incumplirse y los parti­
dos retomaron posiciones totalmente antagónicas que ya habían provocado la caí­
da del régimen en 1948; alianzas entre diversas fuerzas parlamentarias rompieron 
con la costumbre constitucional para la repartición de los cargos directivos del 

Congreso y de la Contraloría General de la República. También como resultado de 
estas alianzas se produjo por primera vez en la historia política venezolana un voto 

de censura contra un ministro, el cual culminó con la remoción del entonces minis­
tro de Sanidad y Asistencia Social Carlos Walter. Adicionalmente, apenas iniciado 
el período constitucional, se produjo la mayor crisis financiera que haya conocido 
la historia venezolana, lo cual obligó al Ejecutivo a suspender garantías constitu­
cionales económicas y a dictar una legislación de emergencia a fin de regular la 
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situación e imponer controles al régimen de convertibilidad de la moneda. Repeti­
dos enfrentamientos entre el Ejecutivo y el Congreso, constantes interpelaciones y 
averiguaciones parlamentarias fueron signos característicos de la relación Con­
greso-Ejecutivo durante este quinquenio. Las bases sentadas con el Pacto de Pun­
to Fijo fueron satanizadas y señaladas como la causa de la descomposición política. 
La ausencia de un acuerdo político de gobernabilidad adaptado a los nuevos tiem­

pos provocó una profundización de la crisis política y la concurrencia de las cir­
cunstancias antes señaladas terminaron por crear una situación de descontento y 
frustración general en contra de los partidos. 

El avance 
La ruptura del sistema de partidos y la evidente incapacidad 

del Congreso de ejecutar de manera eficaz las funciones que le 
encomendaba la Constitución provocó un fortalecimiento de la 
figura del presidente con la Constitución de 1999, la cual reconoce 

jurisprudencia[ 
retrocedió 

una mayor preponderancia al jefe del Ejecutivo. El pretexto de la 
necesidad de reestructurar las instituciones políticas venezola-

con una sentencia 
dictada por el 

Máxinw Tribunal 
el14deoctubrede 1999 ... 

nas sirvió en verdad para concentrar mayores poderes en el presidente de la Repú-
blica quien, aun cuando está sometido a un sistema de controles parlamentarios, 
similares mas no idénticos, a los previstos en la Constitución de 1961, tiene mayor 
preponderancia que en la Constitución de 1961. El período constitucional fue 
extendido de 5 a 6 años, previéndose la posibilidad de reelección inmediata y fue 
retomada la figura del vicepresidente, cuya designación corresponde al presidente 

de la República. Entre los poderes conferidos al presidente de la República desta-
can la promoción de los ascensos a partir del grado de coronel o capitán de navío, la 
formulación de la planificación, el establecimiento del número, organización y 
competencia de los ministerios y otros organismos de la administración, así como 
la designación de la mitad de los directores y del presidente del Banco Central de 
Venezuela.Asimismo, se estableció la facultad para el presidente, inexistente has-

ta ahora en la historia constitucional venezolana, de disolver la Asamblea N acio-
nal cuando en un mismo período presidencial el vicepresidente sea removido de su 

cargo en tres oportunidades como consecuencia de la aprobación de mociones de 
censura por la referida Asamblea. 

El poder legislativo 
La Constitución de 1901 previó un Congreso con estructura bicameral com­

puesto por las Cámaras de Senadores y de Diputados; los miembros de la Cámara 
de Diputados eran elegidos por votación directa y secreta, mientras que los sena­

dores eran electos por las Asambleas Legislativas a razón de dos por cada estado. 
Esta estructura se mantuvo en la Constitución de 1904; en dicho texto se confirió al 
Congreso la facultad de elegir al presidente de la República y se dispuso que aquél 
sesionaría bienalmente, lo cual indirectamente fortaleció el rol del Ejecutivo en el 
ejercicio del poder público. Posteriormente, en la Constitución de 1909 se fortaleció 
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al Congreso, mediante el otorgamiento de facultades para conferir y ascender a los 
militares desde el grado de teniente coronel, decretar las guerras y decidir el cupo 
anual del Ejército federal, las cuales eran atribuciones reservadas al Poder Ejecu­
tivo según la Constitución de 1904. La Constitución de 1914, a la par de que exten­
dió el período presidencial de 4 a 7 años y que eliminó la prohibición de reelección, 
redujo el mandato de senadores y diputados de 4 a 3 años. La Constitución de 1922 

no introdujo reformas sustanciales en la estructura del Congreso y como única 
novedad resaltó la atribución de elegir los dos vicepresidentes de la República. 

También como 
resultado de estas 
alianzas se produjo 
por primera vez 
en la historia política 
venezolana un voto 
de censura contra 
un ministro, 
el cual culminó 
con la remoción 
del entonces 
ministro de Sanidad 

Mayores reformas se incorporarían en la Constitución de 1925 en 
la cual, si bien se mantuvo la estructura del Congreso, se amplió 
de 70 a 90 días el período de sesiones ordinarias y se previó por pri­
mera vez la posibilidad de que el presidente pudiera convocar a 
sesiones extraordinarias; asimismo, se atribuyó al Congreso el 
control posterior de los créditos adicionales que aprobara el Ejecu­
tivo, el otorgamiento de autorizaciones al presidente para enaje­

nar los inmuebles de propiedad nacional y la facultad de conceder 
amnistías. En las reformas constitucionales de 1928, 1929 y 1931 

no se previeron mayores cambios para el Poder Legislativo, mien­
tras que la Constitución de 1936 amplió el mandato de senadores y 

y Asistencia Social ... diputados a cuatro años, estableció su elección por los concejos 
municipales y otorgó la posibilidad a las Cámaras de nombrar comisiones de 
investigación. 

La Constitución de 1945 mantuvo la estructura del Congreso, volviendo al sis­
tema de elección directa de los diputados y senadores. En esa reforma, por vez pri­
mera, se previó la posibilidad de que el presidente pudiera ejercer facultades 
legislativas extraordinarias y se reguló el veto legislativo del presidente de la 
República. Con la Constitución de 1947 se otorgó representación al Distrito Fede­

ral en la Cámara de Senadores y se mantuvieron las facultades del Congreso en 

términos similares a los textos constitucionales anteriores. La Constitución de 
1953 estableció el sufragio universal y directo para la elección de los diputados, 
pero retrocedió al esquema anterior al disponer la elección de los senadores por las 
Asambleas Legislativas de los estados y por el Concejo Municipal del Distrito 
Federal (para los senadores correspondientes a dicha circunscripción). 

Fue con la Constitución de 1961 que el Poder Legislativo asumió el rol de órga­
no de control sobre la Administración Pública Nacional. Se volvió a establecer el 
sufragio universal y directo para la elección de diputados y senadores; los primeros 

serían elegidos en relación con la población de cada estado y con representación 
proporcional de las minorías, de acuerdo con la ley, mientras que los senadores 
serían elegidos a razón de 2 por cada estado. En adición se previó la senaduría vita­
licia para quienes hubieren ejercido la Presidencia de la República, así como para 
los que hubieren sido elegidos para dicho cargo por el Congreso en caso de falta 
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absoluta de su titular y que hubieren desempeñado la Jefatura del Ejecutivo por 
más de la mitad de un período presidencial. También por primera vez se asignaron 
funciones específicas a cada una de las Cámaras, correspondiéndole al Senado los 
ascensos para altos cargos militares, autorizar al Ejecutivo para enajenar inmue­
bles de la nación, autorizar el empleo de misiones militares venezolanas en el 
extranjero, autorizar al presidente para salir del país, autorizar el nombramiento 

del Procurador General de la República, entre otras funciones. A la Cámara de 
Diputados se le asignó la función específica de aprobar el presupuesto y dar votos 
de censura a los ministros y se aumentó el período de sesiones de las Cámaras. 

Las facultades de control del Poder Legislativo establecidas en la Constitución 
de 1961 se vieron, sin embargo, de alguna manera relajadas en el transcurso de 40 

años de vigencia del Pacto de Punto Fijo y ello condujo a un alejamiento de lo que 
constituían las verdaderas funciones del Congreso. Dicho órgano actuaba de 
manera complaciente con el Ejecutivo cuando estaba constituido en su mayoría 
por el partido de gobierno, pero no ocurría lo mismo en los casos contrarios. El uso 

de los mecanismos de control previstos en la Constitución fueron desvirtuados y 
empleados con finalidades más políticas que contraloras y para obstaculizar la 
actividad del Ejecutivo. La actividad legislativa durante los 40 años de vigencia de 
la Constitución de 1961 fue relativamente escasa, si se toma en consideración que 
sólo un pequeño porcentaje de las materias cuya regulación fue encomendada por 
la Constitución al legislador fueron efectivamente desarrolladas a nivel legal; ello 

provocó que en varias oportunidades se hubieren otorgado autorizaciones legisla­
tivas al presidente para que dictara actos con rango y fuerza de ley. La circunstan­
cia de que el Ejecutivo, de manera repetida, haya acudido a las autorizaciones del 
Congreso para legislar mediante decretos, permitió al Poder Legislativo desenten­
derse del proceso de formación de leyes. 

De ahí que el Congreso haya sido señalado como uno de los factores preponde­

rantes en la crisis política en la última década del siglo XX y, en general, como cul­

pable del fracaso del sistema implantado con el Pacto de Punto Fijo y formalizado 
en la Constitución de 1961. Tales circunstancias influyeron decisivamente para 
que en la Constitución de 1999 se otorgara mayor preponderancia al Ejecutivo. En 
dicha Constitución se dispuso que el Poder Legislativo Nacional sería ejercido por 
una Asamblea Nacional, órgano de carácter unicameral al que le corresponde 

legislar sobre las materias competencia del Poder Nacional y ejercer el control 
sobre la Administración Pública Nacional en los términos señalados por la propia 
Constitución y las leyes. Tal cuestión constituye una novedad, si se toma en cuenta 

que la Constitución de 1961 disponía que el control Congreso sobre la Administra­
ción se ejercería-únicamente-de conformidad con lo establecido en la Constitu­
ción. Ahora, el nuevo régimen constitucional es abierto, se permite que mediante 
ley puedan disponerse nuevas formas y mecanismos para que el Poder Legislativo 
ejerza su labor contralora sobre la Administración. 
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El poder judicial 
Una vez constituida Venezuela como República independiente en 1830, se es­

tableció la administración de la justicia a cargo de una Corte Suprema de Justicia 
compuesta por tres vocales y un fiscal designados por el Congreso. En 1879 se divi­
dió esa Corte y se crearon la Corte Federal y la Corte de Casación, compuesta cada 
una por siete vocales; la primera, para funcionar como cuerpo regulador de la Fe­

deración y la segunda para todo lo contencioso que las leyes le atribuyeran. En ese 
estado se encontraba el Poder Judicial a la entrada del siglo XX. 

Con la puesta en vigor de la Constitución de 1901, las Cortes continuaron sepa­
radas en dos, y se estableció un complejo sistema de elección de los vocales a través 
de las Asambleas Legislativas. La Constitución de 1904 reunió la Alta Corte Fede­
ral y la Corte de Casación en un solo órgano bajo el nombre de Corte Federal y de 
Casación, compuesta por siete vocales elegidos por el Congreso Nacional cada seis 
años. Desde entonces, y con algunas variaciones en relación con el procedimiento 
aplicable, la elección de los miembros del Máximo Tribunal ha correspondido al Po­

der Legislativo Nacional. 

En la Constitución de 1909 se redujo a cuatro años el período de duración de los 
vocales. Posteriormente, dicho período fue elevado a siete años en la Constitución 
de 1914 y así se mantuvo en las constituciones de 1922, 1925, 1928, 1929 y 1931. La 
Constitución de 1936 redujo nuevamente el período y lo fijó en cinco años. La Cons­
titución de 1945, introdujo importantes modificaciones: aumentó a diez el número 

de vocales y dispuso la división de la Corte en Salas, de acuerdo con lo que estable­

ciera la ley. Dicha Constitución suprimió las Cortes estadales, con lo cual el Poder 
Judicial pasó a formar parte exclusivamente del Poder Nacional. La Constitución 
de 194 7 modificó la denominación del Máximo Tribunal por la de Corte Suprema de 
Justicia y mantuvo en diez el número de miembros, a los cuales se les cambió la de­
nominación de vocales por la de magistrados. La Constitución de 1953 retomó el es­

quema de la Constitución de 1879 y dividió nuevamente al Alto Tribunal en Corte 

Federal y Corte de Casación, delegando en el legislador la composición y número 
de sus miembros. 

La Constitución de 1961, dispuso la conformación de una Corte Suprema de 
Justicia para el ejercicio de funciones como Máximo Tribunal de la República. En 
la Disposición Transitoria decimaquinta de dicha Constitución se dispuso la divi­

sión de la Corte Suprema en tres Salas autónomas, denominadas Sala Político­
Administrativa, Sala de Casación Civil, Mercantil y del Trabajo y Sala de Casación 
Penal. Se previó igualmente que dicha Corte funcionaría con al menos cinco magis­
trados por cada Sala, elegidos por las Cámaras del Congreso en sesión conjunta 
por períodos de nueve años, renovables por terceras partes cada tres años. 

La Constitución de 1999 creó el Tribunal Supremo de Justicia en sustitución de 
la Corte Suprema de Justicia. Este Tribunal Supremo está compuesto ahora por 
seis Salas: Sala Constitucional, Sala Político-Administrativa, Sala Electoral, Sala 
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de Casación Civil, Sala de Casación Penal y Sala de Casación Social, que compren­
de lo referente a la casación agraria, laboral y de menores (familia). Se estableció 
asimismo la elección de los magistrados del Tribunal Supremo por un período úni­
co de doce años. La elección de los miembros del Supremo Tribunal se hace 
mediante la presentación de postulaciones, por iniciativa propia de los interesados 
o por organizaciones vinculadas con la actividad jurídica, ante un Comité de Pos­
tulaciones Judiciales que efectuará una preselección inicial. El Comité, luego de 
oída la opinión de la comunidad, debe efectuar una segunda preselección que será 
presentada a la Asamblea Nacional quien hará la selección definí-
tiva. Se dispone asimismo la posibilidad de que los magistrados 
del Tribunal Supremo de Justicia puedan ser removidos por la 
Asamblea Nacional mediante una mayoría calificada de las dos 
terceras partes de sus integrantes. 

Las modificaciones constitucionales 
Supremacía constitucional 
El principio de supremacía constitucional se traduce en el 

Con la decisión 
del Máximo Tribunal 

cesó la discusión 
sobre si era necesaria 

una reforma 
o enmienda 

constitucional para 
convocar a la Asamblea 

Constituyente 

reconocimiento del carácter superior de las normas constitucionales; constituye 

una garantía para los ciudadanos de que los actos de los poderes constituidos 
enmarcarán sus actuaciones dentro del ordenamiento constitucional vigente. Este 
principio tiene una doble manifestación: en el plano material, la supremacía cons­

titucional impone la obligación a los órganos del Poder Público de respetar la jerar­

quía suprema de la Constitución y supone la posibilidad de declarar la nulidad de 
las leyes y demás actos jurídicos adoptados por dichos órganos cuando éstos violen 
disposiciones constitucionales. En su aspecto formal, el principio de supremacía 
obliga a respetar los mecanismos previstos en la misma Constitución a los fines de 
producir su reforma o modificación. 

Para preservar la supremacía material de la Constitución, todos los textos 

constitucionales han sancionado con nulidad las leyes, ordenanzas y actos que las 
contravengan. Este principio aparece recogido ahora en el artículo 25 de la Consti­
tución de 1999, el cual sanciona con nulidad "Todo acto dictado en ejercicio del 
Poder Público que viole o menoscabe los derechos garantizados por esta Constitu­
ción y la ley[ ... ]". A nivel legal se habían desarrollado también algunos mecanis­

mos destinados a salvaguardar el principio de supremacía constitucional. Así se 
ha previsto en nuestra legislación procesal civil el control difuso de la constitucio­

nalidad -hoy de rango constitucional, pues se halla expresamente previsto en la 
nueva Constitución-, que autoriza a todos los jueces de la República para desapli­
car preceptos legales en la solución de casos concretos, cuando éstos sean contra­
rios a la Constitución; la acción de amparo constitucional, para obtener protección 

frente a las leyes, reglamentos, sentencias y actos administrativos que violen dere­
chos y garantías de rango constitucional y el recurso de nulidad por inconstitucio-
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nalidad, como mecanismo específico para atacar la legalidad de los actos que vio­
len directamente la Carta Magna. 

En cuanto a la supremacía formal de la Constitución, la propia Constitución 
ha establecido los procedimientos que deben arbitrarse para su modificación. En 
ese sentido, todas las constituciones del siglo XX, con algunas variantes, han pre­
visto formalidades para producir modificaciones constitucionales. 

Las constituciones dictadas entre 1901 y 1922 disponían de las enmiendas y re-
formas como mecanismos de modificación constitucional, requiriendo para su 

Asimismo, se estableció 
la facultad para el 
presidente, inexistente 
hasta ahora en la 
historia constitucional 
venezolana, de disolver 
laAsambleaNacional ... 

aprobación el concurso de las tres cuartas partes de las Asambleas 
Legislativas y debiendo seguirse el mismo procedimiento esta­
blecido para la formación de leyes. En las constituciones produci­
das entre 1925 y 1953 las normas relativas a la reforma constitu­
cional fueron agrupadas bajo una misma sección y se aumentó a 
dos terceras partes el número total de las aprobaciones requeridas 
de las Asambleas Legislativas; sin embargo, no se reguló un pro-

cedimiento especial para ello. La Constitución de 1961, afinando el tratamiento de 
la materia dispuso dos vías para producir modificaciones en el texto constitucional: 
la enmienda y la reforma, y para cada uno de ellas estableció procedimientos es­
peciales. 

En la Constitución de 1999 se mantuvieron en el Poder Legislativo Nacional 
facultades para producir modificaciones constitucionales, pero se contempla ade­

más la vía constituyente. Se prevén ahora tres posibilidades: las enmiendas, para 

la adición o modificación de uno o varios artículos, sin alterar su estructura funda­
mental; la reforma constitucional, que tiene por objeto una revisión parcial de la 
Constitución y la sustitución de una o varias de sus normas que no modifiquen la 
estructura y principios fundamentales de dicho texto; y la convocatoria a una 
Asamblea Nacional Constituyente con el objeto de redactar una nueva Constitu­

ción.No obstante, a diferencia de sus predecesoras, la Constitución de 1999 eliminó 

la participación de los órganos legislativos estadales (Consejos Legislativos) en los 
procesos de modificación constitucional. 

Los procesos constituyentes, las reformas 
y las enmiendas constitucionales 
En el siglo XX Venezuela fue testigo de 4 procesos constituyentes. El primero 

de ellos fue convocado por Cipriano Castro. Una vez elegida e instalada la Asam­
blea Constituyente, ésta designó como presidente interino a Castro, quien el 29 de 
marzo de 1901 puso el ejecútese a la nueva Constitución. Dicho texto fue reformado 
sucesivamente en 1904, 1909, 1914, 1922, 1925, 1928, 1929 y 1931.A pesar de los repe­
tidos cambios y el progresivo afianzamiento del proceso de centralización, el siste­

ma de modificación del texto constitucional consagrado en la Constitución de 1893 
-según el cual le correspondía a las Asambleas Legislativas de los estados la ratifi-
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cación definitiva de la enmienda o adición a la Constitución-permaneció práctica­
mente inalterado hasta 1945. 

Con el golpe de octubre de 1945 se rompió el hilo constitucional y se estableció 
una nueva Asamblea Constituyente. El Gobierno Revolucionario Provisional con­
vocó a una Asamblea Constituyente la cual fue electa el 17 de octubre de 1946. Ha­
biendo sido encomendada la elaboración del proyecto de constitución a una Comi­
sión ad hoc -integrada, entre otros, por Gustavo Machado, Juan Bautista 
Fuenmayor, Lorenzo Fernández, Miguel Ángel Landáez, Octavio Andrade Delga­

do-, el 30 de enero de 194 7 se iniciaron las discusiones. El 5 de julio de 194 7, la Cons­
titución fue sancionada con la firma de Andrés Eloy Blanco, Jesús González Cabre­
ra y Augusto Malavé Villalba, en su carácter de presidente, primer vicepresidente 
y segundo vicepresidente, respectivamente, los diputados miembros de la Asam­
blea, los miembros de la Junta Revolucionaria de gobierno y el cuerpo ministerial. 

La Constitución de 1947, sin embargo, tuvo una vida muy corta, pues el 24 de 

noviembre de 1948 se produjo el golpe militar que derrocó a Rómulo Gallegos. En 
esa oportunidad se instaló una Junta Militar de Gobierno que asumió el control del 
gobierno y dispuso que para todas las cuestiones de orden constitucional "[R]ecibi­
ría aplicación la Constitución Nacional promulgada el 20 de julio de 1936, reforma­
da el 5 de mayo de 1945, sin perjuicio de que la Junta de acatamiento a aquellas dis­
posiciones de carácter progresista de la Constitución Nacional promulgada el 5 de 
julio de 1947". Posteriormente, el 30 de noviembre de 1952 se celebraron elecciones 

para una Asamblea Nacional Constituyente, en las cuales triunfó fraudulenta­

mente el sector oficial, representado por la Junta Militar de Gobierno. La nueva 
Constitución, a pesar de estar inspirada en la de 1945, resultó mucho más conserva­
dora, en términos políticos, y centralista; sin embargo, mantuvo el procedimiento 
de reforma establecido en las constituciones anteriores prácticamente inalterado. 

Luego del derrocamiento de la dictadura de Pérez Jiménez, la Junta de 

Gobierno optó por mantener vigente la Constitución de 1953 y convocar a comicios 

generales para la elección del presidente y los miembros del congreso para el 7 de 
diciembre de 1958. El Congreso, instalado en 1959, reformó la Constitución de 1953 

ateniéndose para ello al mecanismo de reforma general previsto en ese texto. En 
ese proceso de reforma, el papel de trabajo fue el texto de la Constitución de 194 7, 

sobre la cual fueron elaboradas opiniones y proyectos a nivel de la Comisión Bica­
meral integrada -entre otros- por Raúl Leoni, Rafael Caldera y José Guillermo 

Andueza, quienes ocuparon los cargos de presidente, vicepresidente y secretario 
de la Comisión, respectivamente. La mayoría de los debates se efectuaron en el 

seno de la Comisión para evitar una repetición de los enfrentamientos que habían 
caracterizado el proceso constituyente de 194 7. A pesar del deseo de algunos secto­
res de que se acelerara el proceso de discusión y aprobación, éste tardó dos años 

entre la Comisión y el Congreso. La discusión por las Asambleas Legislativas fue 
un mero procedimiento formal y el 23 de enero de 1961 el nuevo texto constitucional 
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fue puesto en vigor. Una de las razones que fundamentaron la elaboración de esa 
Constitución fue la de conferirle mayor rigidez al texto constitucional para impe­
dir que pudiera ser reformado con facilidad por el mandatario de turno y, a la vez, 
crear un instrumento suficientemente flexible y dinámico para adaptarse a las 
necesidades que las circunstancias exigieran. Fue así como el 11 de mayo de 1973 

fue promulgada por el presidente Caldera la Enmienda Nº 1, en la que se estable­
ció como causal de ineligibilidad a los cargos de presidente de la República, sena­
dor o diputado al Congreso nacional y magistrado de la Corte Suprema de Justicia, 
el haber sido condenado a pena de presidio o prisión superior a 3 años por delitos 
cometidos en el desempeño de funciones públicas. Esta enmienda fue producto de 
las circunstancias políticas del momento: impedir la participación del general 
Pérez Jiménez en el proceso electoral de ese año. La Enmienda Nº 2, a diferencia de 
la primera, abarcó varias materias, tales como el sistema electoral para las eleccio­
nes de los miembros a los concejos municipales y la regulación del sistema nacio­
nal de jubilaciones por una ley orgánica, entre otras materias. 

No obstante lo anterior, el objetivo de tener una Constitución lo suficientemen­
te flexible, cuya vida no se viera interrumpida por circunstancias políticas no pudo 
cumplirse y en el año 1999 se rompió la continuidad constitucional. De poco sirvie­
ron las intenciones de los constituyentes de 1961; el desgaste del sistema de partidos 
fundado sobre las bases del Pacto de Punto Fijo, catalizó la idea de convocar a una 
Constituyente. Esa fue la plataforma política que permitió el triunfo de Hugo Chá­

vez Frías, quien anunció la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente 
cuando fue declarado ganador de los comicios celebrados el 6 de diciembre de 1998. 

Las virtudes de la Constitución de 1961, que habían permitido la consolidación 
de un sistema democrático de gobierno modelo en Latinoamérica, fueron rápida­
mente olvidadas en favor de la idea de que debía convocarse a una Asamblea Cons­
tituyente. El Pacto de Punto Fijo, que estableció un marco de gobernabilidad sobre 

el cual se erigió la Constitución de 1961 y que permitió que el propio Chávez pudie­
ra llegar a la presidencia por vía democrática fue satanizado y señalado como cau­
sa fundamental de los vicios y errores que se habían cometido en el curso de 40 

años de democracia. Si bien había cierto consenso entre políticos y académicos en 
relación con la necesidad de actualizar las instituciones constitucionales venezola­
nas, lo cual podía hacerse mediante el mecanismo constitucionalmente previsto de 

reforma, el sector oficialista (representado por Chávez) era del criterio que la 
Constitución debía ser rehecha en su totalidad y que todo aquello que tuviera rela­

ción con el puntofijismo debía ser eliminado. 
Visto el impulso que había tomado la idea de que se convocara a una Asamblea 

Constituyente, y la voluntad del gobierno de Chávez de lograrlo de cualquier forma, 
surgió la interrogante en relación con la posibilidad de que el titular soberano de la 
función constituyente (pueblo) pudiera ejercer dicha función al margen de los proce­

dimientos de enmienda y reforma constitucionalmente establecidos. Habida cuenta 
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de que la Constitución de 1961 no disponía la iniciativa popular a los fines de poner 
en marcha los procedimientos de revisión normativa (enmienda y reforma) y que, 
por el contrario, sancionaba con nulidad los actos que implicasen su derogatoria y 
que hubieren sido adoptados por cualquier medio distinto al que ella misma dispo­
nía, se planteaba la duda en relación con la posibilidad de que se pudiera convocar a 
una Asamblea Constituyente fuera del marco constitucional vigente, es decir, sin 
que previamente, a través de una reforma o enmienda, se modificara la Constitu­
ción para crear dicha figura. 

El Máximo Tribunal, en fallo del 19 de enero de 1999, zanjó la 
discusión al sostener que cuando la Constitución consagró los 
mecanismos de enmienda y reforma general, estaba regulando los 
procedimientos conforme a los cuales el Congreso de la República 
podía modificar la Constitución, pero que ello no resultaba aplica­
ble al poder constituyente originario, al cual calificó de "inmanen­

te a su naturaleza de poder soberano, ilimitado y principalmente 
originario[. .. ]", a lo que agregó: "Ello conduce a una conclusión: la 
soberanía popular se convierte en supremacía de la Constitución 

Esta enmienda 
fue producto 

de las circunstancias 
políticas del momento: 

impedirla 
participación del 

general Pérez Jiménez 
en el proceso 

electoral de ese año 

cuando aquella, dentro de los mecanismos jurídicos de participación decida ejer­
cerla". La decisión de la Corte abrió la vía para que pudiera convocarse una Asam­
blea Constituyente en el marco de la Constitución de 1961, sin que se produjera 
una ruptura de facto del ordenamiento jurídico-constitucional 

Con la decisión del Máximo Tribunal cesó la discusión sobre si era necesaria 
una reforma o enmienda constitucional para convocar a la Asamblea Constituyen­
te. Sin embargo, el debate se trasladó a otras dos cuestiones, en primer lugar, debía 
determinarse a quién correspondía tomar la iniciativa para convocar al referén­
dum consultivo en relación con la convocatoria de la referida Asamblea: al presi­
dente o al Congreso; y, en segundo término, cómo debía ser la consulta y el régimen 

de la Constituyente. El primero de los aspectos señalados fue resuelto por el propio 

presidente de la República quien, antes de que el Congreso se planteara formal­
mente el tema, en fecha 2 de febrero de 1999 dictó el Decreto Nº 3, en el que acordó 
"[l]a realización de un referendo para que el pueblo se pronuncie sobre la convoca­
toria de una Asamblea Constituyente". 

El segundo aspecto no estuvo exento de un exhaustivo debate: el Decreto Nº 3 

no hizo referencia alguna a la forma en que se haría la consulta, por el contrario, se 

incluía como segunda pregunta de dicha consulta una solicitud del presidente al 
pueblo para que delegara en aquél la fijación de las bases del proceso comicial para 

la elección de los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente. Dicho Decre­
to, lejos de disponer la sujeción de la Asamblea Constituyente al ordenamiento 
jurídico-constitucional vigente (la Constitución de 1961), era extremadamente 

impreciso y concebía a dicho órgano como un medio "[P]ara transformar el Estado 
y crear un nuevo orden jurídico que permita el funcionamiento efectivo de una 
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democracia social y participativa". El referido Decreto Nº 3 del presidente de la 
República fue objeto de varias impugnaciones por ante el Máximo Tribunal y el 18 

de marzo de 1999 la Sala Político-Administrativa de la Corte Suprema de Justicia 
anuló la referida segunda pregunta. En su fallo, apuntó la Corte que la posibilidad 
de que se pudiera convocar a una Asamblea Constituyente por vía de un referén­
dum consultivo no constituía una alteración de los principios fundamentales del 
Estado democrático de derecho, contenidos en la Constitución de 1961. Tales cir­
cunstancias obligaron al Consejo Nacional Electoral a modificar el documento de 

La de 1947 ... no partió de 
una delegación 
absoluta de la 
soberanía del pueblo 
en el poder público; 
por el contrario, 
se sostuvo que el pueblo 
conservaba su atributo 
soberano a través 
del sufragio. 

consulta para el referéndum y a incorporar en éste las bases con­
forme a las cuales la propia Asamblea dictaría su Estatuto. No 
obstante lo anterior, la conflictividad no cesó. Contrariando lo dis­
puesto en la sentencia dictada por la Corte el 18 de marzo de 1999, 

el Consejo Nacional Electoral insertó dentro de las bases comicia­
les, en la base octava, una frase que calificaba a la Asamblea como 
poder originario que recoge la soberanía popular. Habiendo sido 
impugnadas las referidas bases por ante el Máximo Tribunal, 
mediante sentencia del 13 de abril de 1999 fue anulada dicha frase 
al considerar que se estaba desvirtuando la vigencia del régimen 

de la Constitución de 1961 como elemento limitante de la actuación de la Asamblea 
Nacional Constituyente. 

Resueltas así las controversias, el 25 de abril de 1999 fue realizada la consulta, 
la cual arrojó un resultado favorable para la convocatoria de la Asamblea Consti­

tuyente. Abierta la vía para la formación de la Asamblea, el gobierno desarrolló 
una activa campaña electoral a favor de los candidatos inscritos en las listas de los 
partidos políticos que formaban parte de la coalición gubernamental. Tres meses 
después, el 25 de julio de 1999, fueron elegidos los miembros de la Asamblea Nacio­
nal Constituyente. De los 131 constituyentes que la integraron sólo 4 de los electos 

en la circunscripción nacional y 2 de los electos en las circunscripciones regionales 

recibieron apoyo popular sin formar parte de la coalición gubernamental. La 
Asamblea Nacional Constituyente quedó dominada en forma abrumadora por 
miembros del partido de gobierno, lo cual marcó la pauta en el desarrollo del proce­
so constituyente. 

El 3 de agosto de 1999 se instaló la Asamblea y durante su primer mes de fun­

cionamiento se dedicó a la intervención de los poderes constituidos. Con base en un 
Decreto de Reorganización de los Poderes Públicos, la Asamblea dictó los Decretos 
para la Regulación de las Funciones del Poder Legislativo y de Reorganización del 

Poder Judicial, los cuales sirvieron de fundamento para que la Asamblea usurpara 
algunas de las funciones atribuidas al Congreso e interviniera el Poder Judicial. 
Pasada esta primera etapa, en el período comprendido entre el 2 de septiembre y el 
18 de octubre de 1999, el trabajo se concentró en las 20 comisiones permanentes 
designadas para la elaboración de los artículos constitucionales. 
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Los debates sobre el Proyecto se caracterizaron por su rapidez y por ser poco 
reflexivos; en vez de discutirse los artículos separadamente, las discusiones se 

hacían por bloques o capítulos, limitando las intervenciones de los participantes. 
La primera discusión constó de 19 sesiones plenarias, celebradas entre el 20 de 

octubre y el 19 de noviembre de 1999 y la segunda discusión se hizo en 3 plenarias, 
entre el 12 y el 14 de noviembre de 1999. El 15 de noviembre la Constitución fue 

finalmente aprobada por la Asamblea por la misma mayoría abrumadora que 

había resultado electa en las listas del gobierno. Las discusiones en las plenarias 

fueron transmitidas a través de los medios de comunicación, y la población venezo­
lana tuvo acceso a los debates de una Asamblea Nacional Constituyente. Conclui­

do el Proyecto, éste fue sometido a la consideración popular mediante la 
convocatoria a un referendo aprobatorio. Luego de una intensa campaña publici­

taria desplegada por el gobierno a favor del "Sí", empleando abiertamente recursos 

públicos, la Constitución fue finalmente aprobada popularmente el 15 de diciem­

bre de 1999 y puesta en vigor el 30 de diciembre del mismo año. 
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